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F r i d a  A .  G ó m e z 1

Introducción

La violencia vicarial,2 también denominada como violencia por sustitución o vio-
lencia por interpósita persona, puede entenderse como toda acción u omisión que 
dentro de contextos de pareja o familiares, una o varias personas instrumentalizan a 
niñas, niños y adolescentes con quienes tienen un vínculo consanguíneo o de cuida-
dos, para generar un daño a sus madres mediante distintas acciones dirigidas hacia 
sus hijos, como pueden ser la privación de contacto, sustracción, retención, agresio-
nes psicológicas mediante la interferencia parental hasta los extremos del maltrato y 
la expresiones físicas de castigo como encierros o golpes. 

El concepto fue acuñado por la psicóloga Sonia Vaccaro3 y viene del latín “vicarius” 
que significa aquello “que tiene las veces, poder y facultades de otra persona o la sus-
tituye”. Así, la violencia vicaria ha sido desarrollada por la psicología como un fenó-
meno dentro del contexto de desigualdades de género, que se manifiesta usualmente 
durante rupturas o divorcios, al momento en que las exparejas utilizan a sus menores 
hijas e hijos como herramienta de control de sus madres. Así, el concepto ha sido in-
corporado a la legislación mexicana mediante reformas a la Ley General de Acceso 
a una Vida Libre de Violencia para las Mujeres en el artículo 6o., fracción XI, de la 
siguiente manera:

ARTÍCULO 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son:
VI. Violencia a través de interpósita persona. Es cualquier acto u omisión que, con el ob-
jetivo de causar perjuicio o daño a las mujeres, se dirige contra las hijas y/o hijos, fami-
liares o personas allegadas, ya sea que se tenga o se haya tenido relación de matrimonio 
o concubinato; o mantenga o se haya mantenido una relación de hecho con la persona 
agresora; lo anterior aplica incluso cuando no se cohabite en el mismo domicilio. Se ma-
nifiesta a través de diversas conductas, entre otras: 
Amenazar con causar daño a las hijas e hijos; 

1  https://orcid.org/0009-0000-3043-1467. Diplomada en Análisis Político por el ITAM. Abogada por la Universidad 
Panamericana. Egresada del Diplomado en Gobierno, Gestión y Políticas Públicas del CIDE. Maestrante en Dere-
cho por la UNAM. Consultora en perspectiva de género y políticas públicas feministas.

2   Vaccaro, S., ¿Qué es la Violencia Vicaria?, 2019. www.soniavaccaro.com. https://www.soniavaccaro.com/post/
violencia-vicaria

3   Lampert, M. P., Violencia vicaria: Definición, normativa y evidencias de la problemática en España. Biblioteca del Congreso Na-
cional de Chile, 2024. https://obtienearchivo.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/35750/2/BCN_vio-
lencia_vicaria_VIF__FINAL.pdf

Retos para las víctimas, niñas, niños y 
adolescentes frente a la conceptualización 
legal de violencia vicaria y gestonormativa

https://orcid.org/0009-0000-3043-1467
https://obtienearchivo.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/35750/2/BCN_violencia_vicaria_VIF__FINAL.pdf
https://obtienearchivo.bcn.cl/obtienearchivo?id=repositorio/10221/35750/2/BCN_violencia_vicaria_VIF__FINAL.pdf
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Amenazar con ocultar, retener, o sustraer a hijas e hijos fuera de su domicilio o de su 
lugar habitual de residencia; 
Utilizar a hijas y/o hijos para obtener información respecto de la madre; 
Promover, incitar o fomentar actos de violencia física de hijas y/o hijos en contra de la 
madre; 
Promover, incitar o fomentar actos de violencia psicológica que descalifiquen la figura 
materna afectando el vínculo materno filial; 
Ocultar, retener o sustraer a hijas y/o hijos así como a familiares o personas allegadas;
Interponer acciones legales con base en hechos falsos o inexistentes, en contra de las 
mujeres para obtener la guarda y custodia, cuidados y atenciones o pérdida de la patria 
potestad de las hijas y/o hijos en común, y 
Condicionar el cumplimiento de las obligaciones alimentarias a las mujeres y a sus hi-
jas e hijos;4

Este análisis reúne elementos para ubicar doctrinalmente el concepto de violencia 
vicaria dentro de las diversas categorías de violencias machistas, con la finalidad de 
aproximarnos a definir si se trata de un tipo que abarque los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes. El objetivo es construir un parámetro que permita identificar 
su presencia y comprender el tratamiento jurídico que la ley le otorga.

Metodología de la investigación

La metodología utilizada para este análisis se centra en dos ejes principales: las dis-
posiciones vigentes hasta febrero de 2025 en las legislaciones locales y federales de 
México, y testimonios de víctimas como casos emblemáticos.

Se ha realizado una entrevista con 30 mujeres que se enuncian como víctimas y 
sobrevivientes de violencia vicaria, integrantes de distintas agrupaciones colectivas 
como “Madres Libertarias”, “Coordinadora de Alianzas Feministas COALA”, “Ley 
Camila” y “Red de Madres Lesbianas en México”.

La hipótesis es que la conceptualización legislativa de violencia vicaria es insufi-
ciente para garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes, víctimas y fa-
milias diversas que no encajan en el modelo tradicional de madre, padre e hijos, 
específicamente, en el caso de las familias homoparentales, que en el caso de parejas 
construidas entre hombre y hombre, no habría una mujer víctima que los pudie-
ra acusar por violencia vicaria y en caso de que uno quisiera acusar al otro, al ser 
hombres, la ley no les permitiría acogerse a esta figura, con la excepción de que su 
hija o hijo haya sido concebido por maternidad subrogada y que la madre gestan-
te quisiera recuperar a su menor de edad o bien, retractarse en un acuerdo al res-
pecto. Mientras que en el caso de dos mujeres madres, las posturas especialistas y 
biologicistas sobre violencia vicaria indica que este tipo de violencia no puede ser 
cometida por otra mujer y, por tanto, no protege a las madres lesbianas ni a sus hi-
jos e hijas así como que en todo caso, la “madre verdadera” es la madre gestante, 
algo considerado como violencia gestonormativa en el contexto de familias en que 
dos mujeres se han encargado de brindar cuidados en co-maternidad a sus hijas e 

4   Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia (Fracción adicionada DOF 17-01-2024), México, 2024. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/
LGAMVLV.pdf

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf
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hijos, algunas inclusive, con la formalidad cubierta del registro en acta de nacimien-
to de los menores de edad por parte de ambas.

El derecho al cuidado como bien jurídico tutelado por la ley

La aproximación epistemológica de la violencia vicaria se entiende desde la pers-
pectiva negativa del derecho fundamental a los cuidados, tanto a brindarlos como 
a recibirlos. En su aspecto positivo, este derecho implica que el Estado reconoce 
que todo ser humano tiene el derecho de cuidar y ser cuidado, un principio ya re-
conocido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en México5 y debatido en 
el sistema universal de derechos fundamentales.6

Desde esta perspectiva, la ley identifica como violencia el aspecto negativo de este 
derecho, es decir, las que surgen cuando se vulnera o priva a las madres de brindar 
cuidados.7 El primer reto que se enuncia en este ensayo es el del abordaje de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes a recibir cuidados y a la familia, que no es la 
perspectiva desde la que se observa la violencia vicaria, puesto que esta violencia se 
enuncia desde los derechos de las mujeres que son madres.8 O sea, que desde la ti-
tularidad de los derechos de las mujeres que son madres a cuidar, cuando estos son 
amenazados o afectados, el concepto empleado es violencia vicaria pero al colocarnos 
desde la titularidad de los derechos de los menores a recibir cuidados, encontramos 
una laguna legal que no se agota con mencionar el derecho a la familia.

En ese contexto, vale la pena preguntarnos ¿qué tipo de derechos pudieran violen-
tarse de los menores que son identificados por la ley como “instrumentalizados”? 
¿Cómo dotarles de reconocimiento suficiente para que al investigar este tipo de vio-
lencia, no se les perpetúe como “objetos” de la ley sino como sujetos de derecho? 
¿Existe una diferencia dependiendo de las edades que pudieran tener los menores 
al momento en que sus madres denuncian violencia vicaria?9

La propuesta de esta autora es que, desde la perspectiva de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes10 que forman parte de estas dinámicas complejas, las ac-
ciones y omisiones contempladas en las recientes reformas constituyen un tipo de 
maltrato infantil que puede denominarse como “separación forzada” y que puede 
identificarse en distintas dimensiones como la emocional, psicológica, familiar y 
doméstica.11

5   Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protección de la vida familiar: derecho al cuidado, 2022. https://www.sitios.scjn.
gob.mx/derecho-familiar/jurisprudencia/detalle/proteccion-de-la-vida-familiar-derecho-al-cuidado

6   Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Contenido y alcance del derecho al cuidado y su interre-
lación con otros derechos humanos, 2022. https://corteidh.or.cr/sitios/observaciones/OC-31/13_CEPAL.pdf

7   Pautassi, L., El derecho al cuidado: De la conquista a su ejercicio efectivo, Fundación Friedrich Ebert, 2023. https://library.
fes.de/pdf-files/bueros/mexiko/20144.pdf

8   Comisión Interamericana de Mujeres (CIM). Ley Modelo Interamericana de Cuidados. Organización de los Estados 
Americanos, 2020. https://www.oas.org/es/cim/docs/LeyModeloCuidados-ES.pdf

9   Vaccaro, S., Violencia vicaria: Golpear donde más duele, Editorial Desclée De Brouwer, 2023. http://www.puvill.com/
toc/9788433032331.pdf

10   Juárez, A., ¿Qué tiene que ver el cuidado con el derecho? El Colegio de la Frontera Sur (ECOSUR), 2023. https://
www.ecosur.mx/que-tiene-que-ver-el-cuidado-con-el-derecho/

11   Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), Siste-
mas de cuidados y apoyo: Una cuestión de derechos humanos, 2023. https://www.ohchr.org/es/stories/2023/02/
care-and-support-systems-matter-human-rights

https://www.sitios.scjn.gob.mx/derecho-familiar/jurisprudencia/detalle/proteccion-de-la-vida-familiar-derecho-al-cuidado
https://www.sitios.scjn.gob.mx/derecho-familiar/jurisprudencia/detalle/proteccion-de-la-vida-familiar-derecho-al-cuidado
https://corteidh.or.cr/sitios/observaciones/OC-31/13_CEPAL.pdf
https://library.fes.de/pdf-files/bueros/mexiko/20144.pdf
https://library.fes.de/pdf-files/bueros/mexiko/20144.pdf
https://www.oas.org/es/cim/docs/LeyModeloCuidados-ES.pdf
http://www.puvill.com/toc/9788433032331.pdf
http://www.puvill.com/toc/9788433032331.pdf
https://www.ecosur.mx/que-tiene-que-ver-el-cuidado-con-el-derecho/
https://www.ecosur.mx/que-tiene-que-ver-el-cuidado-con-el-derecho/
https://www.ohchr.org/es/stories/2023/02/care-and-support-systems-matter-human-rights
https://www.ohchr.org/es/stories/2023/02/care-and-support-systems-matter-human-rights
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Este tipo de maltrato infantil coloca a los menores de edad dentro de un fenómeno 
de la psicología denominado “conflicto de lealtades”12 y en su aproximación jurídi-
ca dentro del derecho familiar, como la interferencia parental (que no es alienación 
puesto que este concepto, referido a un supuesto síndrome o padecimiento psiquiá-
trico inexistente, que ya ha sido superado por la ciencia y el derecho). Ahora bien, 
la Ley General de Niñas, Niños y Adolescentes13 establece como niñez de los cero 
a los doce años en tanto que institucionalmente, la política pública establece que la 
primera infancia14 comprende de los 0 a los 6 años, en tanto que la infancia de los 
7 a los 12 y a partir de esa edad, se reconoce la adolescencia. 

Igualmente, se reconoce el principio de autonomía progresiva de la voluntad15 que 
implica el desarrollo intelectual que durante el proceso de crecimiento de los seres 
humanos, incrementa la conciencia así como la capacidad de tomar decisiones, por 
lo que este principio invita a que, conforme crecen los menores de edad, se reconoz-
can los ámbitos en que pueden adquirir responsabilidad sobre sí mismos mediante 
el respeto a sus propias decisiones, en aras de lograr autonomías completas que son 
el ideal esperado al concluir la etapa de adolescencia y el inicio de la juventud.

Así, podría considerarse que la separación forzada de menores de edad que se en-
cuentran en la primera infancia no solo constituye un acto de maltrato infantil sino 
que reúne actos que pueden considerarse como negligencias u omisión de cuidados, 
toda vez que en esta etapa los menores de edad son considerados lactantes y según 
los estudios del neurólogo infantil Fernando Pinto, privar de contacto materno filial 
a bebés así como privarles de lactancia materna, puede provocar daños neurológi-
cos, deficiencias nutrimentales, apegos inseguros y afectaciones en el desarrollo del 
sistema inmunológico.16

Es decir, que tiene consecuencias negativas para la salud que amenazan el correc-
to desarrollo de los niños. Durante la siguiente etapa, de los 7 a los 12 años, se 
presenta según la pedagogía,17 el momento de socialización y la distinción entre lo 
correcto de lo incorrecto, por lo que aún no podría tomarse una decisión desde la 

12   Cifuentes, O. & Milicic, N. (2012). Crisis en la infancia: ¿qué piensan, sienten y dicen los niños sobre la separa-
ción de sus padres? Universitas Psychologica, 11(2), 469-480. https://www.redalyc.org/pdf/647/64723241010.pdf

13   Artículo 5. Son niñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las personas de entre doce años cumpli-
dos y menos de dieciocho años de edad. Para efectos de los tratados internacionales y la mayoría de edad, son 
niños los menores de dieciocho años de edad. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Ley General de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 2024. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

14   Diagnóstico de la Primera Infancia. De acuerdo con información del Conapo, en 2019 existe una población 
aproximada de 13.1 millones de NN menores de 6 años. Se espera que entre 2019 y 2024 nazcan casi 12.8 mi-
llones, con lo que se alcanzaría un promedio anual de 12.9 millones de NN ubicados en la Primera Infancia. Del 
total de NN menores de 6 años en este año, se estima que alrededor de 1.4 millones corresponden a población 
indígena y poco más de 185,000 son Afromexicanos. Alrededor de 157,000 NN viven con alguna discapacidad. 
Secretaría de Gobernación. Estrategia Nacional de Atención a la Primera Infancia (ENAPI), 2020. https://www.gob.
mx/cms/uploads/attachment/file/539066/ENAPI-DOF-02-03-20-.pdf

15   Sánchez Hernández, C. E., El principio de la autonomía progresiva y el derecho de niños, niñas y adolescentes a ser escuchados. 
https://suayed.acatlan.unam.mx/symbolos/pdf/02_el%20principio%20de%20la%20autonomia.pdf

16   Pinto L, Fernando. Apego y lactancia natural. Revista Chilena de Pediatria, vol. 78, 200796-102. http://dx.doi.
org/10.4067/S0370-41062007000600008.

17   Simkin, Hugo y Becerra, Gastón, “El proceso de socialización. Apuntes para su exploración en el campo psico-
social”, Ciencia, Docencia y Tecnología, Argentina, vol. XXIV, núm. 47, noviembre de 2013, pp. 119-142. https://
www.redalyc.org/articulo.oa?id=14529884005

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/539066/ENAPI-DOF-02-03-20-.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/539066/ENAPI-DOF-02-03-20-.pdf
https://suayed.acatlan.unam.mx/symbolos/pdf/02_el%2520principio%2520de%2520la%2520autonomia.pdf
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=14529884005
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=14529884005
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perspectiva de las infancias, sobre una ruptura de su núcleo familiar. 

Finalmente, a partir de los 12 años, la ley18 reconoce el derecho de los menores de 
edad a participar activamente en litigios familiares, específicamente, con la posible 
decisión sobre dónde y con quién desean vivir. 

Conflicto con el principio de autonomía 
progresiva de la voluntad de los menores

Dentro de este apartado, la violencia vicaria podría tener una colisión de derechos 
con el principio de autonomía progresiva de la voluntad para los casos en que un 
menor decida estar con su padre, en tanto que la madre, deseando tener la guarda 
y custodia, acusa que aquella decisión es producto de manipulación. 

El ejemplo paradigmático de esta confrontación de derechos se aprecia en el caso 
de Nancy Rosales,19 activista que ha luchado por recuperar a sus hijos que se en-
cuentran en etapa de adolescencia, quienes al enfrentarse al juicio de guarda y cus-
todia en México, han declarado tener el deseo de estar con su padre, a pesar de que 
en contra del mismo están pendientes de integrarse, investigarse y resolverse distin-
tas acusaciones de violencia.

Esta colisión de derechos resulta riesgosa para los avances en materia de los de-
rechos de adolescentes, puesto que en un ejercicio de ponderación20 de derechos 
en términos de la propuesta teórica de Robert Alexy, al tratarse del principio del 
interés superior del menor y sujetos de derechos que por su estado natural se en-
cuentran restringidos para ejercer plenamente sus derechos por sí mismos, aquellos 
tendrían un lugar preponderante frente a los derechos de los padres. Esta teoría 
ha sido utilizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación21 y se trata de un 
método para resolver conflictos entre derechos fundamentales mediante la asigna-
ción de un valor a los derechos que entran en conflicto dentro de un caso concreto, 
asignando las afectaciones con la métrica de leve, medio o intenso mediante una 
fórmula, con la finalidad de ayudar al juzgador a tomar una decisión que afecte lo 
menos posible a los derechos de las partes. 

Uno de los argumentos que a menudo se alega, es la posible convicción de los me-
nores a estar con su padre tras un proceso de manipulación o incentivos económi-
cos, permisivos o sociales, como, por ejemplo, el hecho de que los menores prefieran 
estar viviendo con su padre porque aquel no les coloca tantos límites o correctivos 
como su madre, o bien, que el padre sea quien tenga mayor capacidad económica 

18   Capítulo Décimo Octavo de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión (2024). Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Recuperado de 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

19   Montiel, E., Estrada, D., y López, G., Las expresiones de la inmensa marcha de muje-
res que pobló el centro de la Ciudad de México este 8M. SemMéxico, 2023. https://entresemana.mx/
las-expresiones-de-la-inmensa-marcha-de-mujeres-que-poblo-el-centro-de-la-ciudad-de-mexico-este-8m/

20   Rodríguez Santibáñez, I., & Álvarez Bautista, P. “La ponderación de derechos de Robert Alexy en una decisión 
judicial del máximo tribunal en México”. Revista Cuestiones Constitucionales, núm. 48, 2023, pp. 1-21. https://doi.
org/10.22201/iij.24484881e.2023.48.18053

21   SCJN (2009), Tesis P. LXVI/2009, Derecho al libre desarrollo de la personalidad. Aspectos que comprende. ht-
tps://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165822

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf
https://entresemana.mx/las-expresiones-de-la-inmensa-marcha-de-mujeres-que-poblo-el-centro-de-la-ciudad-de-mexico-este-8m/
https://entresemana.mx/las-expresiones-de-la-inmensa-marcha-de-mujeres-que-poblo-el-centro-de-la-ciudad-de-mexico-este-8m/
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y a partir de la cantidad de ventajas que ello ofrezca, los menores prefieran elegir la 
posible comodidad que ello representa.

En el peor de los casos, las y los adolescentes podrían ver disminuido su derecho a 
tomar decisiones respecto de sus propias vidas frente a la aplicación sin excepciones 
del concepto de violencia vicaria. El riesgo de que sus opiniones sean nulificadas o 
invalidadas bajo el argumento de algún tipo de manipulación, resta autonomía y 
ataca la capacidad de las personas adolescentes a tomar decisiones o asumir pos-
turas respecto de sus propias vidas, por lo que el derecho corre el riesgo de que, al 
ignorarles, su dinámica familiar resulte ser más problemática. Esto no implica que 
la violencia machista contra las madres deje de existir. El punto de este ensayo es 
sembrar dudas para detonar conversaciones en torno a la perspectiva de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes frente a este tipo de violencia que se incorpora 
recientemente al sistema jurídico mexicano.

A pesar de que este reto no podría darse por superado, vale la pena aportar que las 
personas adolescentes en conflictos familiares tienen derecho a vivir en familia, a 
mantener contacto con sus familiares aún en contextos de separación, a la protec-
ción de la identidad e intimidad, a la paz y a no ser utilizados en conflictos armados 
o violentos, a la igualdad y a no ser discriminados así como a la participación en los 
asuntos que les conciernen, a la justicia, a la reintegración social y escolar sumados 
a los derechos básicos de la infancia como a la educación, salud, recreación y pro-
tección contra la violencia. Adicionalmente, el reto procesal y probatorio dentro de 
los litigios de este tipo tendría que obligar a distinguir dos tipos de daños: uno ha-
cia las madres y otro hacia las personas menores de edad en medio de separaciones 
judicializadas.

En este contexto, la violencia vicaria ha sido abordada en la legislación como una 
forma de violencia machista que instrumentaliza a los menores y, en algunas le-
gislaciones, se ha establecido que se trata de un tipo de violencia que únicamente 
pueden vivir las mujeres que son madres, perpetrada exclusivamente por hombres. 
Dentro de este enunciado, yace el segundo reto. 

El reto de excluir a las mujeres del sujeto 
activo en la violencia vicaria

Según las reformas a diversas leyes de acceso a una vida libre de violencia para las 
mujeres a nivel local y federal, como el caso concreto de San Luis Potosí, este tipo 
de violencia únicamente puede ser ejercido por hombres e instituciones. Es decir, 
que las mujeres no pueden ser señaladas como autoras de esta violencia. Lo ante-
rior fue declarado constitucional en la resolución de la SCJN respecto a la Acción 
de inconstitucionalidad 163/2022, promovida por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de San Luis Potosí.

Las acciones que permiten identificar este tipo de violencia, y por lo tanto calificar-
la como tal, surgen de un modelo de familia en el que las mujeres, en su rol tradi-
cional de madres, asumen los cuidados de los menores de edad. Una idea que ha 
tratado de transformarse desde el feminismo para colocar el acento en la necesidad 
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de que los padres asuman las labores de cuidado en la misma medida que lo han 
hecho históricamente las mujeres. 

A diferencia de lo que fue establecido en estas legislaciones, de entrevistas realiza-
das a 30 víctimas de este tipo de violencia, se distinguen tres tipos de sujetos activos:
  
I) Pareja sentimental, expareja, cónyuge, excónyuge, concubino o exconcubino, 
que puede o no ser el padre biológico de los menores, definido en función de la re-
lación sentimental actual o previa con la madre. Estos individuos pueden o no tener 
algún derecho de patria potestad o guarda y custodia. 

II) Familia extendida, compuesta por abuelos, abuelas, tíos, tías, hermanos, her-
manas, o nuevas parejas de los excónyuges o exparejas. Estas personas no tienen 
derechos familiares sobre los menores de edad, pero también pueden instrumenta-
lizarlos en el contexto de esta violencia. Aquí surge la primera contradicción con la 
restricción conceptual acerca de que “solo hombres pueden ser autores de violen-
cia vicaria”. ¿Qué sucede si alguna mujer, en grado de complicidad con el padre o 
como autora, priva a otra mujer del cuidado de sus menores hijos? 

III) Finalmente, autoridades jurisdiccionales y/o ministeriales, comisiones de dere-
chos humanos, y cualquier autoridad con competencia en la prevención, atención 
y sanción de la violencia de género y el maltrato infantil. Estas entidades, mediante 
acción u omisión, pueden contribuir a perpetuar la violencia al no atenderla ade-
cuadamente, al alargar procesos de búsqueda o negarse a brindar servicios contem-
plados como parte de los derechos de las víctimas, al minimizar las denuncias o al 
no aplicar perspectiva de género o de infancia en su actuar.

El sujeto pasivo de esta violencia se divide en dos:

•	 Sujeto pasivo directo. La víctima principal es la madre, exclusivamente la mujer 
que ejerce un rol prioritario de cuidados sobre los menores, independientemen-
te de contar con la declaración judicial de guarda y custodia.  

•	 Sujeto pasivo indirecto. Los menores de edad, cuya guarda y custodia están en 
disputa.

Las reformas que reconocen y sancionan la violencia vicaria, según la Suprema 
Corte de Justicia,22 identifican a las mujeres como víctimas principales. Sin embar-
go, los menores que son testigos o víctimas indirectas de la violencia también deben 
ser considerados en un lugar prioritario como víctimas de maltrato infantil por se-
paración forzada, especialmente cuando la violencia vicaria alcanza niveles extre-
mos, que incluyen amenazas o actos que buscan afectar su integridad física.

En particular, se han reportado amenazas de herir o quitar la vida a los menores en 

22   Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2024). Acción de Inconstitucionalidad 163/2022 promovida por la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis Potosí, demandando la invalidez de diversas disposiciones 
de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del mencionado estado, publicada en el Perió-
dico Oficial de esa entidad de ocho de noviembre de dos mil veintidós. https://www.scjn.gob.mx/sites/default/
files/versiones-taquigraficas/documento/2024-02-26/26%20de%20febrero%20de%202024%20-%20Versi%-
C3%B3n%20definitiva.pdf

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/versiones-taquigraficas/documento/2024-02-26/26%2520de%2520febrero%2520de%25202024%2520-%2520Versi%25C3%25B3n%2520definitiva.pdf
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/versiones-taquigraficas/documento/2024-02-26/26%2520de%2520febrero%2520de%25202024%2520-%2520Versi%25C3%25B3n%2520definitiva.pdf
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/versiones-taquigraficas/documento/2024-02-26/26%2520de%2520febrero%2520de%25202024%2520-%2520Versi%25C3%25B3n%2520definitiva.pdf
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el contexto de separaciones y disputas legales por pensión alimenticia. Además, se 
observa la amenaza de la pareja de llevarse a los menores en casos de separación o 
divorcio así como la sustracción, retención, chantaje, entrega tardía de los menores 
durante las visitas, la descalificación de la madre durante los tiempos de conviven-
cia, ocultamientos, y en los casos más extremos, el infanticidio, el feminicidio de 
las madres o el suicidio, tanto de las madres por la imposibilidad de estar con sus 
hijos como de los menores al enfrentar problemas de salud mental derivados de la 
separación forzada y la violencia, tal como el caso paradigmático de un menor con 
identidad reservada que falleció por suicidio, así como el Caso del niño Fernandito, hijo 
de Dulce Flores,23 a su vez, víctima de feminicidio en Celaya, Guanajuato. El menor 
murió por maltrato infantil por parte de su padre y la nueva pareja del mismo. En 
este caso, la nueva pareja del detenido por feminicidio, además de ser mujer y, por 
lo tanto, no poder ser legalmente calificada como sujeto activo de violencia vicaria, 
fue cómplice en los abusos físicos que llevaron al menor a la muerte, siendo investi-
gada únicamente por este hecho.

En este sentido, cualquiera de las conductas enlistadas en el artículo 6o., fracción 
XI, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, al 
ser cometidas por otra mujer, aunque no fuese la madre, no podría ser perseguida 
ni sancionada por el Estado y la denuncia de un hombre sería improcedente. 

Esto genera un conflicto con el artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como con la Convención Americana de Derechos 
Humanos, ya que, en términos de derecho penal, las conductas sancionadas y tipi-
ficadas no deben discriminar en razón de género, particularmente para las madres 
en relaciones homoparentales con menores que pudiesen sufrir los mismos hechos 
sin que la ley les permita identificarse como víctimas de violencia vicaria o, en su 
caso, los menores hijos de parejas homoparentales integradas por hombres con la 
complejidad de que las medidas precautorias que establecen la preferencia de las 
madres para quedarse con los cuidados de los menores al alegarse violencia vica-
ria, no serían operativas puesto que ninguno de los dos podría ser reconocido como 
madre.

El gran problema jurídico, incluso para las mujeres, es que esta reforma no contem-
pla las ficciones del sistema de género, es decir, si un hombre que se autoidentifique 
como mujer realiza un cambio de identidad sexogenérica, estaría jurídicamente 
habilitado para denunciar violencia vicaria, aunque su realidad fáctica no corres-
pondiera a dicha identidad, lo que podría ser parte de una estrategia legal para 
perseguir a otra mujer. 

Esto sucedió con el caso paradigmático en Puebla, con víctima de identidad reser-
vada, cuya pareja acudió a la Ciudad de México a realizar un proceso de reasig-
nación sexo-genérica y derivado de lo anterior, comparecer como mujer dentro de 
juicio. Su estrategia legal que podría calificarse como fraude a la ley tuvo tanto éxi-

23   Valdepeña, D., “Violencia vicaria: a Dulce la separaron de sus hijos y uno de ellos murió al cuidado de su 
expareja”. Animal Político, 30 de junio de 2023. https://animalpolitico.com/genero-y-diversidad/violencia-vi-
caria-muerte-nino-fernando-madre?fbclid=IwAR36qWAavDU8E29ZL5PMHnZovJGDBUR9O-OHFns-
DZ-vtV7EkqqSwQmotulQ

https://animalpolitico.com/genero-y-diversidad/violencia-vicaria-muerte-nino-fernando-madre?fbclid=IwAR36qWAavDU8E29ZL5PMHnZovJGDBUR9O-OHFnsDZ-vtV7EkqqSwQmotulQ
https://animalpolitico.com/genero-y-diversidad/violencia-vicaria-muerte-nino-fernando-madre?fbclid=IwAR36qWAavDU8E29ZL5PMHnZovJGDBUR9O-OHFnsDZ-vtV7EkqqSwQmotulQ
https://animalpolitico.com/genero-y-diversidad/violencia-vicaria-muerte-nino-fernando-madre?fbclid=IwAR36qWAavDU8E29ZL5PMHnZovJGDBUR9O-OHFnsDZ-vtV7EkqqSwQmotulQ
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to que difundió mediante redes sociales el hecho de que a partir de ese momento, 
no podía perseguírsele por violencia vicaria y debían tratarlo como “madre” y no 
como padre, pues legalmente él se autoidentificaba de esta manera. La transición 
no pudo ser legalmente cuestionada sin que las autoridades fuesen señaladas por 
caer en estereotipos de género, pues al cuestionarle por qué no se vestía como mu-
jer, ello implicaba restringir su derecho a expresarse como lo decidiera, sin tener 
que encajar con el mandato social de feminidad. 

Esta ficción jurídica nos lleva a un problema: la inaplicabilidad del concepto legal 
de violencia vicaria, ya que la ley reconoce al padre como mujer, impidiendo que 
esta violencia denunciada sea imputable en su contra por no tener la categoría de 
hombre y en tanto, no cumplir con el requisito procedimental para ser reconocido 
como agresor.

La violencia gestonormativa

Finalmente, los últimos casos paradigmáticos que se abordan en este ensayo son los 
documentados por la “Red de Madres Lesbianas en México”. En estos, se presenta 
la complejidad del reconocimiento de violencia vicaria cuando se trata de parejas 
homoparentales integradas por dos mujeres en las que existen hijos en común. 

El primer caso se trata de una mujer que logró concebir mediante técnicas de re-
producción asistida, siendo ella la gestante de un óvulo de su pareja previamente 
inseminado artificialmente con esperma de donador privado.

Al enfrentarse a la separación, la carga genética del menor de identidad reservada 
era coincidente con la madre que reclamaba el derecho a brindarle cuidados en un 
esquema de guarda y custodia compartida, en tanto que la gestante, quien tuvo el 
parto, era quien tenía al menor y quien privó de todo contacto al mismo con su otra 
madre. En este caso, previo a la separación hubo amenazas de sustraer al menor, 
sin embargo, al tratarse de dos mujeres, cuando la madre privada de contacto con 
su menor intentó invocar la presencia de violencia vicaria, esto le fue impedido aun 
cuando los hechos actualizaban varios supuestos de la definición en la multicitada 
Ley General. Un juzgador familiar de la Ciudad de México resolvió que la madre 
gestante era reconocida como la madre custodia. 

En el segundo caso, una pareja de mujeres que ocultó su relación acordó tener un 
bebé, resultando una menor hija en la que una de ellas gestó un embarazo logra-
do por método natural. Al paso de los años, la madre gestante enfrentó una en-
fermedad que terminó en su muerte. Al haber mantenido la relación oculta de los 
familiares de ambas, los padres de la madre gestante acudieron a tribunales para 
quitarle a su hija a la otra madre, en tanto que su situación jurídica no fue formali-
zada en vida con acta de matrimonio ni con registro conjunto de la menor ante el 
Registro Civil, perdió a la menor, y los abuelos, padres de la otra madre, lograron 
quitarle a la pequeña, quien estaba habituada a los cuidados de ambas madres.
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Una propuesta legal para subsanar esta laguna respecto del concepto legislativo de 
violencia vicaria es el reconocimiento de la violencia gestonormativa,24 que se de-
riva de la gestonormatividad de la sociedad, un concepto basado  de los conceptos de 
gestación normativa, en la idea de que normativamente, la ley reconoce en el pro-
ceso reproductivo a una madre y a un padre dentro de una sociedad binaria que 
para efectos de la reproducción, tradicionalmente reconoce a la mujer y al hom-
bre que pueden tener hijas y/o hijos. En esta idea, la ley desprotege a las parejas y 
descendientes de relaciones lésbicas, en las que se ha planteado desde resoluciones 
judiciales que la madre que gesta y da a luz tiene más derecho que la otra madre, 
aun cuando la otra madre también hubiese realizado acciones de cuidado o, inclu-
so, teniendo compatibilidad genética por técnicas de reproducción asistida que lo 
permiten. 

La violencia gestonormativa podría definirse como todo tipo de acciones u omi-
siones por parte de cualquier persona o autoridad que restrinja el derecho a dar y 
recibir cuidados a los menores que son producto de parejas homoparentales, com-
partan o no vínculos genéticos, con una convivencia de familia desde el embarazo y 
el nacimiento, basada en estereotipos de sexo y género, y tiene como consecuencia 
una afectación a los derechos de las madres no gestantes así como de las y los me-
nores descendientes de tales relaciones.
Al respecto, Ana de Alejandro, activista, ha definido esta violencia así:

La gestonormatividad es un acto de terrorismo político que atenta contra la existencia 
y validez de las familias lesbomaternales, reafirmando la idea de que la única manera 
legítima de ser madre es a través de la gestación biológica, siguiendo la heteronorma. 
Este concepto refleja una violencia estructural y simbólica en un contexto patriarcal 
que desvaloriza y niega la maternidad de las madres no gestantes. Cuando a una madre 
no gestante se le arrebata su maternidad, se está cometiendo un acto de lesbofobia. La 
gestonormatividad insiste en que las familias bimaternales o comaternales no son ver-
daderas familias, o valen menos, al no haber sentido crecer al feto en sus entrañas. Este 
enfoque biologicista es una expresión del sistema patriarcal que coloca a la madre ges-
tante como la “verdadera madre”, con derechos exclusivos sobre la toma de decisiones 
respecto al hijo o hija.

Según Sandra López Cañedo, experta en Maternidades Lésbicas Visibles y Dere-
chos Humanos de las Mujeres LBTI, la afirmación “este hijo es más mío que tuyo” 
es una manifestación clara de gestonormatividad, relegando a la madre no gestan-
te a un rol secundario o simbólico, como si fuera una “mamá extra”, una figura de 
juego, madrina, o incluso niñera. El término gestonormatividad fue acuñado en 
2014 por A. de la Maza Pérez Tamayo y Beatriz Quesadas, y ha sido ampliamente 
visibilizado por Ana de Alejandro, fundadora de la Red de Madres Lesbianas en 
México (RDMLM). Este concepto, junto con otros términos significativos como Fa-
milias Lesbomaternales, Turismo de Trámites, Madre Gestante y Madre No Ges-
tante, busca desafiar y transformar las normas patriarcales y biologicistas que rigen 
nuestra comprensión de la maternidad.

24   Mercado, S. (2024, junio 13). ¿Qué es la gestonormatividad y por qué afecta a las madres no gestantes? La Cadera de Eva.https://
lacaderadeeva.com/glosario-feminista/que-es-la-gestonormatividad-y-la-violencia-gestonormativa-/10289

https://lacaderadeeva.com/glosario-feminista/que-es-la-gestonormatividad-y-la-violencia-gestonormativa-/10289
https://lacaderadeeva.com/glosario-feminista/que-es-la-gestonormatividad-y-la-violencia-gestonormativa-/10289
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Conclusiones

En conclusión, el problema radica en que la conceptualización de la violencia vi-
caria no guarda armonía integral con el sistema legal. Aunque es un logro que esta 
violencia haya sido reconocida en las leyes de acceso a una vida libre de violencia 
para las mujeres, convertirla en un delito que solo se castiga a los hombres podría 
resultar inconstitucional y antijurídico. Se estaría utilizando el sistema penal como 
primera opción para contener un crimen relacionado con los derechos de filiación, 
lo que obliga a revisar las sentencias de la Suprema Corte que analizan la consti-
tucionalidad de estas reformas así como a plantear el principio de intervención mí-
nima del derecho penal en casos familiares, cuya reserva atiende a valorar como la 
mayor gravedad de los hechos, aquellos que amenacen la vida e integridad.

La Suprema Corte ha reconocido que los estereotipos de género han colocado una 
carga excesiva sobre las mujeres en su rol de madres, lo que limita su acceso a la jus-
ticia. La desigualdad económica también afecta su capacidad para contratar abo-
gados y obtener representación legal adecuada en litigios familiares. La corrupción 
y la extensión indefinida de carpetas judiciales agravan este problema, impidiendo 
a las madres obtener la custodia de sus hijos.

Es fundamental que las reformas legales incluyan una operatividad clara en las 
fiscalías, capacitar al personal para homologar el acceso en tiempo real a deman-
das en materia familiar con la presentación de las denuncias penales, con el fin de 
evitar que una frene a la otra en la búsqueda de justicia para los menores de edad 
y sus madres. En ese sentido, el sistema podría apostar a la construcción de acuer-
dos en los casos que haya ausencia de violencias mirando a la inserción familiar, 
que no implica ni condiciona a ninguna mujer a regresar con su pareja, sino que 
busca generar condiciones para que las familias, aunque los vínculos amorosos se 
hayan disuelto, mantengan una comunicación saludable y responsable en términos 
de paternidad, cuidados y filiación. El problema radica en que el sistema punitivo 
aplicado a hombres que han cometido delitos familiares, en lugar de ofrecer una so-
lución que permita su reinserción, genera resentimientos machistas, lo cual amplifi-
ca el problema y el potencial de violencia, sin que esto sea culpa de las mujeres. Sin 
embargo, es crucial señalar que el Estado comete una doble falla. Primero, al no 
garantizar el desarrollo psicoemocional saludable de ese adulto cuando era niño. 
Segundo, al no implementar políticas públicas de salud mental que fomenten en los 
adultos la racionalidad necesaria para no ejercer violencia hacia sus familiares, es-
pecíficamente hacia las mujeres y que, a través de terapia psicológica, puedan dejar 
de cometer, justificar, promover o incluso sentir dicha violencia.

Uno de los principios al enfrentarse a estos casos es que los acuerdos mediante me-
canismos alternativos a solución de controversias (MASC) solo pueden ser alter-
nativa cuando hay igualdad de condiciones entre las partes, es decir, ausencia de 
asimetrías de poder y/o económicas, así como la ausencia de violencia. Por ello, las 
disputas familiares se distinguen de las disputas en las que existe violencia vicaria, 
violencia gestonormativa y otras violencias.
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Una de las respuestas posibles para la atención de estos conflictos es la justicia tera-
péutica. En el contexto de la justicia terapéutica aplicada a delitos familiares, una 
primera conclusión es que el problema de la violencia vicaria no radica en su defi-
nición, sino en su tipificación penal y las posibilidades de autores pues existen casos 
en los que otras mujeres han ejercitado los hechos que describen la violencia vica-
ria. La justicia terapéutica se orienta a sanar antes que a castigar.

Es esencial que la violencia vicaria, o violencia por interpósita persona, sea reco-
nocida por la Ley General y las leyes locales de acceso a una vida libre de violencia 
para las mujeres, las cuales identifican y definen este tipo de violencia y permiten 
que los diferentes niveles de gobierno implementen políticas públicas para su de-
tección, prevención y combate. No obstante, convertir los actos constitutivos de 
violencia vicaria en un delito que solo se castiga en hombres podría resultar en la 
inconstitucionalidad y antijuridicidad de dicho tipo penal, lo que genera una falta 
de armonía. Además de que podría encerrar una estrategia para la impunidad me-
diante la transición legal de hombre a mujer y en lugar de respetar el principio de 
intervención mínima del derecho penal, se utilizaría el sistema punitivo como pri-
mera opción para contener un delito en el que los derechos de filiación no se sus-
penden ni las responsabilidades como otorgar pensión alimenticia.

Adicionalmente, debe considerarse el impacto social, psicológico y emocional que 
experimentan los menores cuando uno de sus padres está en prisión por conflictos 
de origen familiar. El encarcelamiento de adultos agresores, que posiblemente fue-
ron víctimas de violencia en su niñez, revela un fracaso del Estado al no crear un 
entorno saludable para su desarrollo. Un sistema de justicia terapéutica, en lugar 
del punitivo, podría ayudar a estos adultos a reconocer y resolver sus traumas, evi-
tando que vuelvan a cometer crímenes. En ese sentido, las prisiones no brindan una 
respuesta integral para la reinserción social y, por el contrario, generan exclusión al 
complicar el desempeño de actividades productivas, cargar con antecedentes pena-
les y guardar un alto nivel de discriminación por estereotipos, sin que al salir, haya 
mecanismos para verificar que las motivaciones machistas de los autores del delito 
hayan cambiado.

Abordar desde el punitivismo a la violencia vicaria o violencia por interpósita per-
sona como un tipo penal exclusivamente machista, es decir, que tan solo puede ser 
cometido por hombres y nunca así por mujeres en su rol de madre, conduce a una 
antinomia de difícil resolución que puede llevar al absurdo jurídico así como a la 
impunidad por la falta de aplicabilidad operativa, complicando aún más la situa-
ción de acceso a la justicia de las mujeres que a menudo, se ven condicionadas por 
su capacidad económica para contratar abogados y sostener un juicio.	

La propuesta, en este sentido, es que la única exenta de realizar este tipo de violen-
cia por tratarse de una violencia machista sea la madre de los menores. Es decir, 
que la exclusión como generadora de esta violencia no sea determinada o restringi-
da por el sexo del sujeto activo sino por la relación filial del mismo, excluyendo del 
sujeto activo a las mujeres con filiación maternal respecto de los menores sobre los 
que se reclame este tipo de violencia. Igualmente, se plantea el concepto de sepa-
ración forzada en el estudio de esta problemática al colocar a niñas, niños y adoles-
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centes como titulares del derecho a recibir cuidados por parte de su madre.

Adicionalmente, es importante reconocer que las mujeres en contextos de violencia 
familiar, a menudo se ven obligadas a abandonar el hogar en actos de superviven-
cia, por lo que en ocasiones, son denunciadas por sustracción y retención en actos 
de protección o defensa personal y de sus menores descendientes ante una amenaza 
real e inminente que no es sencillo comprobar ante autoridades ministeriales y ju-
diciales, por lo que es justificado que el tipo penal de violencia vicaria no sea proce-
dente en contra de las madres, ya que un delito que adicionalmente, persiguiera a 
las mujeres por llevarse a sus menores hijas e hijos al huir de sus domicilios para po-
nerse a salvo, significaría una injusticia con efectos adversos a los que se han espera-
do a partir de estas reformas, que son los de proteger a las mujeres que son madres 
y enfrentan separaciones conflictivas así como a sus menores de edad hijas e hijos.

En cuanto a las parejas homoparentales, resulta importante profundizar en el re-
conocimiento de los derechos que surgen en familias no tradicionales, enfocándose 
en los derechos de las madres a cuidar, los derechos de las madres no gestantes y los 
derechos de niñas, niños y adolescentes que ya se han habituado a tener dos madres 
al enfrentarse a procesos de separaciones. 
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Introducción

El 10 de junio de 2003, la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos emitió la Resolución AG/Res.1932 (XXXIII-O/03), en la que 
reconoció la importancia del derecho de acceso a la información pública. 
Señaló que “toda persona tiene la libertad de buscar, recibir, acceder 
y difundir informaciones y que el acceso a la información pública es un 
requisito indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia”.

El derecho de acceso a la información pública se encuentra consagrado en el artículo 
6o. constitucional, así como en los artículos 19 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Para 
garantizarlo, previo a la discusión y aprobación de la reforma constitucional, deno-
minada como de “simplificación orgánica”, se establecía la existencia del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Persona-
les (INAI), el cual, desde el año 2014 se constituyó como un organismo constitucional 
autónomo garante de dos derechos constitucionales: el de acceso a la información 
pública y el de protección de datos personales.

En el presente texto, únicamente nos enfocaremos en las funciones del INAI relativas 
al acceso a la información pública, y analizaremos por qué su desaparición resulta 
regresiva. 

La desaparición del INAI vulnera el principio de 
regresividad de los derechos humanos

Con motivo de la reforma constitucional antes precisada, el INAI, junto con otros or-
ganismos autónomos, desaparecieron. La reforma dispone que la responsabilidad de 
salvaguardar el derecho al acceso a la información y la política de transparencia será 
asumida por la Secretaría de Anticorrupción y Buen Gobierno, a través de un órgano 
desconcentrado que, según ha trascendido, podría llevar el nombre de “Transparen-
cia para el Pueblo”. 

La desaparición del INAI ¿Reforma 
constitucional regresiva?

H é c t o r  C a s t i l l o  A g u i l a r
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Ahora bien, el principio de progresividad de los derechos humanos está contempla-
do en el artículo 1o. de la Constitución como un principio esencial para interpretar 
y aplicar los derechos humanos. Este mandato constitucional implica que el Estado 
debe hacer todo lo posible para garantizar los derechos, y además, debe establecer 
constantemente nuevos mínimos de protección cada vez que se logre un avance en 
este proceso. En su vertiente de no regresividad, este principio establece que, una 
vez que se ha alcanzado un cierto estado de cosas, existe el deber de las autoridades 
de abstenerse de emitir actos que limiten el alcance que ya se le reconocía a un de-
recho humano, o de atribuirle algún sentido que desconozca la extensión y el nivel 
de tutela admitido previamente.

Desde mi punto de vista, la reforma constitucional que elimina al INAI es  regre-
siva, porque si bien de acuerdo con ésta los sujetos obligados se encuentran vincu-
lados a seguir permitiendo el acceso a la información pública siempre que les sea 
solicitado por un particular (en atención al principio de máxima publicidad), lo 
cierto es que ya no hay manera de que un órgano con autonomía constitucional, 
como lo era el Instituto, ordene a las entidades vinculadas al cumplimiento de este 
derecho a entregar la información que sea solicitada por los gobernados.

De esta manera, si bien el derecho constitucional al acceso a la información públi-
ca se conserva, lo cierto es que hemos perdido la institución encargada de garanti-
zarlo. Conforme a este nuevo paradigma, la propia administración pública actuará 
como juez y parte en cualquier conflicto relacionado con el acceso a la información 
pública gubernamental. No es difícil poder avizorar que ello puede derivar en una 
mayor opacidad gubernamental. 

La desaparición del INAI elimina un garante independiente e imparcial del dere-
cho de acceso a la información pública. Al transferir esta función a la Secretaría 
de Anticorrupción y Buen Gobierno, que forma parte del poder Ejecutivo, se pone 
en riesgo la independencia de las decisiones relacionadas con el acceso a la infor-
mación pública, ya que no se puede garantizar que actúe sin intereses políticos o 
partidistas. Un órgano autónomo como el INAI tenía la capacidad de intervenir de 
manera objetiva, libre de presiones políticas, asegurando que la información se pro-
porcionara sin restricciones indebidas.

Incluso, la reforma pierde de vista que la nueva secretaría carece de facultades para 
solicitar a los poderes Judicial y Legislativo que cumplan con sus obligaciones en 
materia de acceso a la información pública, pues evidentemente una dependen-
cia del Poder Ejecutivo no puede operar sobre ningún órgano de los otros dos po-
deres, sin violentar el principio de división de poderes; aunque cabe aclarar que, 
respecto de este último punto, aún falta la discusión y aprobación de la legislación 
secundaria.

En lugar de simplificar la estructura del Estado, esta reforma puede tener por efecto 
una reducción en la eficacia de la protección de los derechos en México, específica-
mente el derecho de acceso a la información pública.
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¿Qué se puede hacer?

Es cierto que, incluso cuando existía el INAI, era común que se promovieran juicios 
de amparo contra resoluciones de dicho Instituto que confirmaban determinacio-
nes de los sujetos obligados en las que se negaba el acceso a la información por al-
guna u otra razón. De estos juicios conocían jueces y juezas del Poder Judicial de la 
Federación. Por lo que, en principio, podría pensarse que la reforma constitucional 
por sí misma no implica pérdida respecto a la defensa o justiciabilidad del derecho 
en cuestión, pues no se privó a las personas juzgadoras de estas potestades para re-
solver asuntos en la materia. 

Entonces, quedará por ver si, a través del juicio de amparo, se obliga a las autori-
dades obligadas a entregar la información solicitada por los particulares, en caso de 
que ésta sea negada. No obstante, dicho mecanismo es sabido tiene plazos de reso-
lución muchas de las veces prolongados, lo que incluso puede verse empeorado si 
comienza a ocurrir una sobrecarga en el aparato de impartición de justicia ante la 
desaparición del instituto, y resulta un medio muy técnico; a lo que se debe agregar 
que, las personas juzgadoras, no necesariamente son expertos en la materia de ac-
ceso a la información, como sí lo era el personal del extinto Instituto.

Finalmente, si bien se pudiera pensar en judicializar la constitucionalidad de la re-
forma constitucional en comento, lo cierto es que, con motivo de otras reformas 
constitucionales recientes, como la denominada de supremacía constitucional, y 
considerando que incluso el alto tribunal, al analizar la constitucionalidad de la lla-
mada “reforma judicial”, desestimó la posibilidad de someter a control constitucio-
nal la propia constitución, es poco factible que la reforma aquí analizada pueda ser 
controvertida, al menos en el ámbito nacional.
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Problema inicial

En los últimos años, el Poder Judicial ha padecido de una crisis de confianza por par-
te de la sociedad. La Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (EN-
CIG-2023), realizada por el INEGI, que es la más reciente disponible, muestra que 
sólo 39 de cada 100 mexicanos tiene una opinión positiva de las personas juzgadoras.
A este Poder se le ha considerado como lejano al pueblo. Esto se traduce, entre otras 
cosas, que la sociedad no tenga conocimiento de qué hacen los juzgados y tribunales. 
Es una situación preocupante, pues en un Estado democrático de derecho, las perso-
nas juzgadoras son las principales garantes de los derechos de los gobernados.

Considero que la justicia abierta puede servir a la judicatura a mejorar la percepción 
que tiene ante la sociedad. El presente texto no pretende ser un análisis profundo 
sobre tal modelo. Lo único que intenta es tratar de abonar al conocimiento de éste, 
pues es un tema que, desde mi perspectiva, ha sido poco tratado y puesto en práctica 
por las personas juzgadoras.

¿Qué es la justicia abierta?

Para explicar qué es la justicia abierta, debemos primero tener claro el concepto de 
gobierno abierto. La Alianza para el Gobierno Abierto es una iniciativa internacio-
nal que fomenta acuerdos entre el gobierno y la sociedad civil para mejorar la trans-
parencia, fortalecer la participación ciudadana en los asuntos públicos, luchar contra 
la corrupción y utilizar las nuevas tecnologías para expandir la gobernanza. Fue ofi-
cialmente lanzada en septiembre de 2011, cuando los gobiernos de los ocho países 
fundadores, entre ellos México, firmaron la Declaración de Gobierno Abierto. Los 
principios sobre los que se sostiene esta iniciativa son: a) la transparencia; b) la rendi-
ción de cuentas, y c) la colaboración.

En pocas palabras, la justicia abierta es la adopción de esos principios al sistema de 
impartición de justicia. De acuerdo con World Justice Project, la justicia abierta es un 
modelo donde los servicios responden directa y efectivamente a las necesidades ciuda-
danas, los cuales generan espacios de interlocución con ésta para informar, escuchar y 
retroalimentar sus decisiones. Para lograr la justicia abierta se debe colocar a las per-
sonas en el centro de la actuación cotidiana de las instituciones del sistema de justicia.1

1   Disponible en: https://worldjusticeproject.mx/primera-metricade-justicia-abierta/

¿Qué es la justicia abierta? 
¿Cómo implementarla?
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A partir de lo anterior, desde mi punto de vista, el objetivo debe ser ofrecer una 
justicia más accesible, eficiente, transparente, abierta y cercana a las personas. Lo 
que se busca a través de las prácticas de justicia abierta es, principalmente, que las 
decisiones que toman las juezas y jueces puedan ser conocidas por los destinatarios 
del sistema de impartición de justicia.

¿Cómo implementarla?

Considero que, a fin de cumplir con los principios de justicia abierta, se pueden eje-
cutar, de manera ejemplificativa, mas no limitativa, las siguientes prácticas:

1. Publicidad de las sentencias. De acuerdo con el artículo 73 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, existe la obligación de hacer pú-
blicas las sentencias emitidas por los poderes judiciales. En este aspecto, desde mi 
perspectiva, se ha realizado una gran labor con el propósito de cumplir con esta 
obligación, que permite que las versiones públicas puedan ser consultadas por cual-
quier persona, sin necesidad de ser parte del juicio.

2. Debate de los asuntos. Por regla general, las sesiones en las que los tribunales re-
suelven los asuntos deben ser públicas. No obstante, en la práctica dicha publicidad 
resulta poco útil, pues en raras ocasiones se da noticia sobre cuáles son los hechos 
del caso, o las razones fundamentales que tomó el tribunal para sobreseer el juicio, 
o dar la razón a una parte o a otra.

Desde mi punto de vista, lo anterior provoca dos problemas. El primero que las par-
tes involucradas se vean en la necesidad de recurrir a una persona abogada para 
que les “explique” la decisión del tribunal contenida en la sentencia, lo que alienta 
el incentivo perverso de que, a fin de cubrir una eventual mala defensa jurídica, los 
litigantes hagan alusiones sin fundamento hacia la corrupción de los jueces. Enton-
ces se pierde una gran oportunidad para que, “de viva voz” de los juzgadores, co-
muniquen a las partes porqué se resolvió de esa manera.

El segundo problema es que las personas que no son parte del juicio no pueden 
conocer qué resuelven los juzgadores. Esto es importante porque, cierto es que las 
decisiones jurídicas, sobre todo las de las altas cortes, terminan convirtiéndose en 
políticas, pues sus efectos muchas veces trascienden a grandes colectividades; o 
bien, tienen repercusiones en el dinero público. De ahí que resulta necesario que 
en las sesiones se expongan, en lenguaje sencillo, las consideraciones de los tribuna-
les, sobre todo en estos casos, como un ejercicio de transparencia hacia la sociedad.

3. Uso de comunicados. Sería deseable que los poderes judiciales den a conocer la ma-
yoría de sus resoluciones —o al menos, las más trascendentales— en comunicados 
de prensa menores a un par de cuartillas, en los que se expresen las razones torales 
que sustentan la decisión. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha hecho uso 
de esta práctica de manera adecuada; de ahí que puede servir como ejemplo para 
otros órganos del Poder Judicial de la Federación o de los poderes judiciales de los 
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estados. Asimismo, se deben generar técnicas para poder comunicar estas decisio-
nes a personas que no sepan leer o sean invidentes.

4. Sentencias en lenguaje ciudadano. Otra manera de acercar la justicia a la sociedad es 
a través del dictado de sentencias en un lenguaje ciudadano; es decir, evitar en lo 
posible el uso de conceptos sumamente técnicos. Para evitar la confusión, no nece-
sariamente se está hablado de las famosas sentencias de lectura fácil, que son muy 
útiles en los casos en que deben emitirse en este formato, sino de resoluciones que 
no caigan en un uso indebido del lenguaje jurídico. Una sentencia que no se entien-
de hace más opaco el sistema de impartición de justicia. Esto porque el ciudadano 
no podrá cuestionar la legalidad de las consideraciones que sustentan el fallo, si no 
puede descifrar lo resuelto.

5. Evitar la “obesidad” de las sentencias. Otro de los aspectos que alejan a la sociedad 
de las personas juzgadoras es el dictado de sentencias sumamente extensas, llenas 
de transcripciones y relatoría de hechos que en nada ayudan a resolver el conflicto. 
Tales vicios hacen tediosa la lectura de las resoluciones, lo que puede llevar a que 
decisiones relevantes se pierdan entre hojas de papel.

6. Generar espacios de discusión. Considero que el debate público es necesario para una 
mejor impartición de justicia. Por ello, estimó como una buena práctica que abona 
a una justicia más ciudadana que, a posteriori, las decisiones de las personas juzga-
doras sean sometidas a debate público en foros especializados. Esta práctica inclu-
so podría fortalecer la impartición de justicia a partir de la retroalimentación que 
puedan recibir las personas juzgadoras en estos espacios.

7. Fomentar el amicus curiae. Esta herramienta puede jugar un papel clave en el mar-
co de la justicia abierta al permitir a personas ajenas al litigio enriquecer las deci-
siones judiciales con su experiencia y conocimiento, y otorgar mayor transparencia 
y participación en los procesos judiciales, lo cual resulta particularmente útil en 
asuntos de relevancia nacional.

Como podemos ver, las prácticas antes anunciadas cumplen los tres principios que 
busca la justicia abierta, la transparencia (prácticas 1 y 2), la rendición de cuentas 
(prácticas 3, 4 y 5) y la colaboración (prácticas 6 y 7). Desde luego, pueden existir 
más; sin embargo, desde mi punto de vista, las aquí expuestas resultan de imperiosa 
implementación.

Comentario final

Como es sabido, en este año se llevará a cabo la primera etapa de la implementa-
ción de la llamada “reforma judicial”, en la que se elegirán por voto popular a la 
mitad de las personas juzgadoras del país. Es importante que las y los que resulten 
ganadores de este proceso democrático, tomen en cuenta que la legitimidad social 
del Poder Judicial debe encontrarse en sus sentencias; pero también deberán pro-
piciar prácticas de justicia abierta. La implementación de éstas puede constituir un 
pilar importante en la construcción de un nuevo Poder Judicial que sea percibido 
como más transparente y cercano a la sociedad.
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Hace semanas, cuando escribí el artículo “Elección judicial: situaciones que 
no deben repetirse”, hablé de mi experiencia —amarga, sin duda— de haber 
participado en la elección extraordinaria para acceder a la magistratura 
vacante en el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito, con sede en Yucatán; participación que fue a través 
del Comité de Evaluación del Poder Ejecutivo Federal. Para resumir el 
contexto mencionaré que pasé la etapa de elegibilidad y, en la de idoneidad, 
pude concluirla —considero, satisfactoriamente— porque hablé de un tema 
del que he sido citado hasta en literatura de otros países: el estado o juicio 
de interdicción.1  

De acuerdo con el artículo 96, base I, inciso b de la Constitución federal, y especial-
mente con lo estipulado en la base 6 del ordinal 500 de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, las personas que fuimos entrevistadas —esto en la 
parte final de la fase de idoneidad— debimos de haber avanzado a la etapa de insa-
culación, si no es que directamente a la tómbola, pues es claro que dicha normativa 
señala que sólo los aspirantes más idóneos serían entrevistados. 

El caso es que, sin la mínima razón, y menos aún, notificación por escrito, a muchos 
de los entrevistados, incluidos los que concursaron para otros cargos, se nos excluyó 
de continuar participando en dicho proceso extraordinario, y así acceder a la etapa 
siguiente de insaculación, o bien, como pasó en algunos casos en el proceso federal, 
ir directamente a la boleta. Exclusión que afectó nuestro legítimo derecho ciudadano 
de ser electos.

Por tal motivo, el suscrito presentó, mediante la vía digital, el juicio de ciudadanía 
o para la protección de los derechos políticos-electorales de la ciudadanía. Mi expe-
diente fue radicado como SUP-JDC-938/2025, el cual se acumuló, junto con otros, 
al principal SUP-JDC-616/2025 del índice de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación.

Un sólo voto nos faltó a muchos para poder aspirar a ser electos

1   Sobre la fuente donde está alojada mi entrevista, véase https://drive.google.com/drive/u/0/
folders/1rl-NDgE7-kW9CJZEswA1dsSoNXmJHelU 
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A pesar de la contundencia de los diversos argumentos que los actores presentamos 
ante otro variado catálogo de actos impugnados, en tan sólo seis párrafos conte-
nidos en poco más de una hoja tamaño carta, desecharon nuestras demandas con 
base en la premisa central que, tres de cinco de los magistrados, adujeron:

Es por ello que la pretensión de las personas accionantes es jurídicamente inalcanza-
ble, ya que en la actualidad ya fueron publicados los listados de las personas considera-
das idóneas y llevado a cabo el proceso de insaculación, así como el haber remitido las 
listas a las titularidades de los Poderes de la Unión, para los efectos precisados en esta 
ejecutoria, con lo que los órganos señalados como responsables concluyeron su enco-
mienda constitucional y han cesado en sus funciones, disolviéndose al tener la calidad 
de transitorias.

A manera de consuelo, si se permite esa alegoría, en sus votos particulares los ma-
gistrados Janine Otálora y Reyes Rodríguez desvirtuaron esa irreparabilidad jurídica, 
aduciendo —especialmente Reyes Rodríguez— a la cuestión constitucional y legal, 
derivada de la jurisprudencia firme del pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación y de la misma Sala Superior, que determina que, en materia electoral, 
siempre es posible reparar los actos de selección de candidaturas y su registro y que, 
incluso de acuerdo con la jurisprudencia 6/2022 de dicha Sala, también es factible 
reparar tales violaciones, incluso después de la jornada electoral. Como argumento 
fáctico, el magistrado señaló que, a la fecha en que se falló dicha sentencia —6 de 
febrero de 2025— faltaban casi dos meses para el inicio de las campañas.

No sobra decir que Reyes Rodríguez, el único que se abocó a analizar los agravios 
de los demandantes, coincidió en la ilegalidad de la exclusión de los que fuimos 
entrevistados.

Pues bien, con tales antecedentes es humanamente justificable que desconfiara en 
participar en la elección extraordinaria para las magistraturas del Poder Judicial 
de Yucatán. Esto por el exiguo tiempo para llevar a cabo todo el proceso electoral, 
que, a mi juicio y el de viarias personas, incluidos algunos consejeros del Instituto 
Nacional Electoral, hace complicado —si no es que bastante complicado— que en 
este año se lleve a cabo dicha elección. En otro artículo lo comenté lo siguiente: 
“Elección judicial Yucatán, solo viable para 2027”; desconfianza que se corrobora-
ría ante la base décima tercera de la convocatoria pública que emitió el Congreso 
de Yucatán, pues en esta se dijo que el Comité Estatal de Evaluación, una vez que 
enviara la lista final de candidatos a dicho Poder Legislativo —lo que pasó o de-
bió haber pasado el día 26 de marzo de 2025, al término de la insaculación de los 
mismos— cesaría sus funciones y no podría volver a desarrollar trabajos respecto 
a dicha evaluación de las personas aspirantes, por lo que quedaría “disuelto en su 
totalidad”.

A pesar de mi experiencia federal, decidí concursar para acceder a la vacante que 
se abrirá en la magistratura undécima del Tribunal Superior de Justicia del Estado 
de Yucatán. En esta oportunidad llegué, junto con ocho personas más, hasta la fase 
de la insaculación, pero el azar u otro factor no me permitió ser uno de los tres un-
gidos para ser candidato. 
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Conclusión

Creo que es un hecho notorio, en esta entidad, los diversos comentarios que han 
circulado acerca de las posibles irregularidades que se dieron en el procedimien-
to de elección de candidatas y candidatos con motivo de dicha convocatoria local, 
donde se destacó que se hace pasar en que la insaculación no se hizo ante el pleno 
del Congreso yucateco.

Ante tal rumorología, varias personas me han dicho que piensan impugnar el pro-
cedimiento, como la aprobación final de la lista de candidatas y candidatos; inclu-
so, me han mandado formatos digitales de juicios electorales donde hacer valer las 
inconformidades.

Mi respuesta dada en el tema ya la he evidenciado en el texto de esta colaboración: 
por más injusto y violatorio que sea el agravio que se reclame, con el criterio ma-
yoritario vigente del máximo tribunal electoral del país no me hace más que pensar 
que dicho proceso selectivo es irreparable jurídicamente, o como se dice en el argot 
forense de amparo, es un acto consumado de forma irreparable. Así de poco alen-
tador considero su combate en los tribunales.
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A días de que venza el plazo para que el estado de Yucatán ajuste su 
Constitución y demás normativa local a lo que exige la llamada “reforma 
judicial”, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre 
pasado, en el Congreso de esta entidad federativa se ha dicho que, al parecer 
por unanimidad de votos, se aprobará en los próximos días la reforma 
constitucional que institucionalice, en su vertiente local, la elección, vía las 
urnas, de los magistrados y jueces del Poder Judicial del estado.

No obstante la trascendencia de dicha reforma, únicamente se conoce lo que ha cir-
culado por diversas vías privadas de comunicación: El “Proyecto de Decreto por el 
que se Modifica la Constitución Política del Estado de Yucatán en Materia de Refor-
ma al Poder Judicial del Estado de Yucatán”, aparentemente suscrito por diputados 
integrantes de los partidos políticos Morena, Verde y del Trabajo, con sello de recibi-
do en tal recinto legislativo de fecha 24 de febrero de este año.

Por tanto, con base en dicha iniciativa, se comentará respecto a cuándo, lógica y le-
galmente, podría implementarse la elección pública de dichos funcionarios locales.

Lo que exige la Constitución federal

El “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del 
Poder Judicial”, publicado el pasado 15 de septiembre, ordena, en su artículo transi-
torio octavo, segundo párrafo, que

Las entidades federativas tendrán un plazo de ciento ochenta días naturales a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto para realizar las adecuaciones a sus constituciones 
locales. La renovación de la totalidad de cargos de elección de los Poderes Judiciales locales deberá con-
cluir en la elección federal ordinaria del año 2027, en los términos y modalidades que estos determinen; 
en cualquier caso, las elecciones locales deberán coincidir con la fecha de la elección extraordinaria del año 
2025 o de la elección ordinaria del año 2027 (énfasis añadido).

¿Cómo interpretar la libertad configurativa que se le da a los estados para efectuar su 
propia elección judicial? Para esto, la propia reforma Constitucional federal sienta la 
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indicación expresa en su ordinal décimo primero:

Para la interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del Estado y toda auto-
ridad jurisdiccional deberán atenerse a su literalidad y no habrá lugar a interpretaciones análogas o 
extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos o su vigencia, 
ya sea de manera total o parcial (cursivas añadidas).

Bajo el parámetro anterior, las entidades federativas sólo podrán renovar a sus ma-
gistrados y jueces en dos fechas: la de la elección extraordinaria del año 2025, o en 
la de elección ordinaria del año 2027; es decir, el legislador federal les vedó a los 
congresos locales la posibilidad de optar por una o diversas fechas distintas de esas 
dos, pues lo único que les otorgó es la posibilidad de renovar sus cargos judiciales en 
esas dos oportunidades, o bien, hacer una única elección, como hizo Campeche al 
dejar la renovación de todos sus funcionarios judiciales hasta la elección ordinaria 
—y concurrente— de 2027.

El proyecto objeto de análisis

En el artículo 66 de la Constitución Política del Estado de Yucatán, cuya nueva 
redacción se propone, se impide que la elección judicial sea efectuada tanto en 
este 2025 como en el 2026. Nótese la imposibilidad, cronológica como jurídica, 
resultante:

En su primer párrafo, expresamente señala que los magistrados y jueces del Poder 
Judicial serán electos “el día que se realicen las elecciones ordinarias que corres-
pondan”. Interpretada dicha disposición atento lo mandatado en la Constitución 
general de la República, sólo habilitaría a tal elección judicial para efectuarse en la 
ordinaria y concurrente de 2027.

En su parágrafo noveno, el mismo numeral ordena que el Congreso local reciba las 
postulaciones —a los cargos de magistrados y jueces— y remita los listados, donde 
consten los candidatos elegidos vía insaculación-tómbola, al Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana “a más tardar el 12 de febrero del año de la elección que 
corresponda, a efecto de que se organice el proceso electivo”.

En el párrafo catorce, indica que “La etapa de preparación de la elección local co-
rrespondiente iniciará con la primera sesión que el Consejo General del organismo 
público local electoral celebre en los primeros días del mes de noviembre del año 
anterior a la elección”.

La experiencia derivada del proceso de la 
actual elección judicial federal

Creo que son —o debieran— ser ampliamente conocidos los múltiples conflictos 
constitucionales, legales y fácticos que aquella ha traído consigo, no sólo por sus 
fallas estructurales sino por el exiguo tiempo para implementarse. Y eso es que em-
pezó desde septiembre del año pasado. 
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Por ello, el que las autoridades de Yucatán aceleren, aún más que sus similares de 
la federación, para sacar dicha reforma local este año donde, entre otros supuestos, 
tendrán que organizar los comités para recibir a todos los aspirantes, evaluarlos, de-
purarlos mediante insaculación y luego ser aprobados para llegar a la boleta para, 
entonces, darles a los candidatos el lapso de sesenta días para hacer campaña, no 
luce nada factible de cumplirse para así llevar cabo la elección en el próximo mes 
de junio.

Factibilidad, se matiza, que debe ser conforme a la maximización de los derechos 
de votar de la ciudadanía, así como el de ser votados de los que se inscriban en el 
proceso.2 

Conclusión

Por lo antes expuesto, se considera como suficientemente probado que la elección 
de magistrados y jueces del estado de Yucatán, a la presente fecha, no es viable de 
realizarse en lo que resta de este año y, por disposición expresa de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tampoco podría efectuarse en 2026, pues 
es claro que el único lapso para que todos esos servidores públicos judiciales sean 
electos es el propio de la elección ordinaria y concurrente; es decir, a la par de elegir 
a diputados y alcaldes de 2027.

2   Al respecto, el suscrito abundó en el previo artículo intitulado Elección judicial: situaciones que no deben repetirse. https://
yucatanahora.com.mx/eleccion-judicial-situaciones-que-no-deben-repetirse/ 

https://yucatanahora.com.mx/eleccion-judicial-situaciones-que-no-deben-repetirse/
https://yucatanahora.com.mx/eleccion-judicial-situaciones-que-no-deben-repetirse/
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No volveremos a Calígula, a Luis XIV (el 
Estado soy yo), al colonialismo y al fascis-
mo. Sí, propiciamos la virtud, la debida 
justicia, la libertad de expresión e infor-
mación, la consolidación de todos los de-
rechos humanos y la ética planetaria.

Introducción

Como inicio, respetuosamente, vamos a emplear el más alto pensamiento crítico para 
delinear una realidad inimaginable de todo un partido político, fuertemente cues-
tionado por la doctrina constitucional y penal, entre otros muchos actores sociales; 
pero, principalmente, en contraposición al debido comportamiento progresivo psi-
co-bio-ético-social-ambiental que provoca una auténtica anomia y oprobio institu-
cional. A la luz de lo mencionado, sumamos algunos pensamientos de la barbarie, 
inter alia, de calificar como nefasta la justicia social, lingüística propia —en principio— 
de la marginalidad y oscuridad intelectual hacia toda prosperidad y calidad de vida 
humanitaria. Claro que, en este estado de cosas impensadas para toda la ciudadanía 
y el mundo, nos vemos en la obligación de citar brevemente algunas reflexiones que 
nos ofrecen distinguidas psicólogas, psicoanalistas, investigadoras y docentes sobre el 
particular.

Desarrollo

Nos guía en esta presentación la manda y amparo universal de los derechos supre-
mos tutelados de expresión, opinión, pensamiento, educación, ideas e informaciones 
al mayor número de destinatarios, utilizando los medios más amplios; derechos de la 
sociedad de recibir informaciones, relatos y opiniones de toda índole, conforme, v. gr. 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo IV); De-
claración Universal de Derechos Humanos (artículos 25 y 26, “Derecho a un nivel de 
vida y educación”); Corte IDH, Informe Núm. 82/10; Caso 12.524, párr. 86, “dere-
cho a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole”); Carta Social 
de las Américas (artículo  30, “Libertad de pensamiento, expresión e información”); 

1   Periodista ciudadano y ambiental.
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Carta de la Tierra (principio 13c, “derechos a la libertad de opinión, expresión, re-
unión pacífica”, asociación y disensión); Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(artículos 10 y 53, “derechos a la libertad de expresión,  opinión y de recibir o co-
municar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades pú-
blicas y sin consideración de fronteras”).

Cabe subrayar, y para iniciar esta afrenta a la República Argentina y su ciudadanía 
—distorsionando la visión latinoamericana, pocas veces visto por su marcada per-
versidad y desvarío intelectual, con excepción de los gobiernos genocidas de facto—, 
es que debemos consignar sobre los temas tratados sub examine, que “en cosas por 
sí evidentes, el probarlas es lo mismo que sacar una luz a la calle en el mediodía” 
(Quintiliano, s. a., V, cap. XII). 

Recordando con Sócrates, quien centraba su mirada hacia el hombre, habida cuen-
ta de que su naturaleza no le decía nada, referenciaba que el diálogo con los otros 
era una emergente de la sabiduría. La vertiente de la lingüística presidencial se 
puede catalogar como idiolecto (Oñativa, 1982, p. 158); es decir, un lenguaje para sí 
mismo sin socius con quien intercambiar ideas. En este orden de ideas, Aristóteles 
nos ilustra sobre la moral del orador, juzgando ilícito usar la palabra para fines in-
morales; dice que la retórica, al servicio de lo bueno y lo justo, debe optimizar al 
hombre, no pervertirlo.

El ascenso y contemplación de las cosas de arriba con el camino del alma hacia el 
ámbito de lo inteligible, lo que dentro de lo cognoscible se ve al final, y con dificul-
tad, es la idea del bien.  Una vez percibida, ha de concluirse que es la causa de todas 
las cosas rectas y bellas, que en el ámbito visible ha engendrado la luz y al señor de 
ésta, y que en el ámbito inteligible es señora y productora de la verdad y de la in-
teligencia, y que es necesario tenerla en vista para poder obrar con sabiduría tanto 
en lo privado como en lo público (Platón, 1988).

En el camino de la iluminación conceptual, debemos clarificar la idea de que la 
doctrina política es la “teoría de los valores” (Easton, citado por López, 1973). En 
cuanto a la política en su faz arquitectónica, puede acontecer conflictos con la moral 
y con el derecho; asimismo, el surgimiento de un arte más depurado. 

En este hilo conductor, respetuosamente, todo político en la administración de la 
primera magistratura —y sus seguidores— requiere en momentos de conflicto y de 
gran dificultad o complejidad ser allegado y satisfacer las exigencias más perento-
rias para la comunidad necesitada. No obstante, ello, distorsionan la provisión y 
servicios con severas subejecuciones de presupuestos para privilegiar el pago a los 
fondos económicos mundiales, con relaciones de cancillería que atentan con la de-
fensa del Estado-nación-patria.
El mencionado agravio estatal se acentúa, v. gr., en la educación (atentando con el 
presupuesto formativo, limitando el ingreso de los estudiantes, sus derechos, con 
el caos y hecho inédito mental de llamar a la educación como la subversión cul-
tural), salud (quita de medicamentos a los enfermos graves, terminales, jubilados), 
trabajo digno (proceso de regresión del derecho laboral con la viable complacen-
cia de la Confederación General del Trabajo “CGT”, en actual denuncia ante la 
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OIT), vivienda e infraestructura nacional (planes inexistentes o exiguos actualmen-
te), territorio aborigen y tribal (no respetado y colonizado, avanzando perversa 
e ilegalmente en la venta de zonas de los parques nacionales), el medioambiente 
(desentendiéndose de su prioridad y existencia planetaria), alimentos (privando y 
demorando la entrega de alimentos a ocho millones de personas necesitadas e in-
digentes), seguridad pública (etapa de represión, crueldad y malos tratos psicofísi-
cos en protestas masivas, rayanos a la tortura), convencimiento de voluntades muy 
extrañas en el parlamento (algunos diputados y senadores), y determinados gober-
nadores para la aprobación de instrumentos y leyes de claro tinte inconstitucional.

En este marco irregular, surgen relaciones exteriores ajenas al estándar de la po-
lítica internacional argentina —decisión personal, no representativa del mandato 
presidencial (p. e., violatoria de los acuerdos de colaboración con la Corte Penal 
Internacional (CPI), en especial: la firma del Acuerdo sobre Ejecución de Senten-
cias, el 18 abril 2017)— con el primer ministro de Israel, juzgado y condenado por 
la CPI, por el inconcebible y perverso genocidio generacional y masivo en Gaza y, 
magnánimamente, la necesidad de una proba y recta administración de justicia. De 
tal modo, mencionaba Rousseau (2007, p. 81), en lo atinente a la muerte del cuer-
po político que, del mismo modo que el cuerpo del hombre comienza a morir des-
de su nacimiento, llevando las causas de su destrucción, lo análogo acontece con el 
cuerpo político. 

Es evidente que lo señalado entra en conflicto con el reconocimiento de los institu-
tos democráticos, por ejemplo, “publicidad de los actos de gobierno” (Ekmekdjian, 
1988, p. 6), incumplido, en principio, en el desempeño de la primera magistratura 
durante sus primeros tres meses de gobierno en un hotel (no en la casa de gobier-
no), con representantes empresarios y sus negocios sin declarar a la ciudadanía, en-
viados del exterior y con viables negociados con el enemigo inglés (con el patético 
y repudiable desfile de ex ministros y embajadores —de forma reiterada en la Casa 
Rosada, que deshonran nuestra patria-nación e independencia de todo orden—), 
sin un registro público y certificado de audiencias, dado que sus características es-
tructurales se sustentan, no interesando su importancia o naturaleza en la estricta 
publicidad de sus actos de gobierno, incorporando la libertad de prensa (hoy restringidas 
gravemente).

Lo enunciado se agrava, asimismo, al avanzar inconstitucionalmente sobre la di-
visión de poderes —pese a la cláusula constitucional dispuesta en el artículo 99, 
inciso 3 y concordantes—, emitiendo disposiciones de carácter legislativo. Lo ex-
presado se agudiza nombrando e incorporando por decreto a dos jueces “en comi-
sión” para engrosar a los ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN), sin la aprobación del Senado (C. N., artículo 99, inciso 4). Lo explicitado 
se oscurece cuando la CSJN, incumpliendo y desconociendo lo receptado en la car-
ta magna, le toma juramento e integra a uno de los ministros nuevos propuestos al 
seno de la Corte con actuales funciones, encaminándonos hacia el pseudo e inexis-
tente —ya comentado en otras exposiciones— “derecho creativo” (phantasma et illi-
citum ius creantis). 
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Ahora bien, nos detenemos en el camino conducente hacia los aspectos psicosocia-
les; así, incursionamos en la necesidad de conceptualizar la idea de la inadaptación 
estructurada como la “situación del sujeto que no se aviene a ciertas condiciones 
o circunstancias, apartándose de los valores, comportamientos y opiniones social-
mente aceptadas por el grupo del que forma parte” (Ander-EGG, 1995, p. 182). Es 
de subrayar, en la exploración de las fantasías, que la multiplicación y exacerbación 
de las fantasías crean las condiciones de la caída del sujeto en la neurosis o en la 
psicosis. Así las cosas, en lo atinente a las fantasías, son también los caminos psíqui-
cos previos de los sistemas patológicos. Por ello, la psiconeurosis son satisfacciones 
sustitutas deformadas de instintos cuya existencia tiene que ocultar el sujeto a los 
demás (Freud, 1972, pp. 14-114).

Pues bien, es un dato de la realidad que en el mundo social no está garantizada nin-
guna satisfacción si el individuo ve sus propias necesidades e ignora las exigencias 
de los que lo rodean. Ello implica tomar los recaudos necesarios para asegurar los 
requerimientos del mundo social. Asimismo, el comportamiento de lo bueno y lo 
malo dependerá de cómo se sirva o destruya a la sociedad. Es importante consignar 
que toda conducta destructiva debe ser reprimida (Josselyn, 1977, pp. 16-34). En 
este hilo conductor emerge la máxima social de “aprender a hacer con agrado lo 
que debemos hacer” (Fromm, 1977, p. 77). De modo que “las inclinaciones huma-
nas más bellas, así como las más repugnantes, no forman parte de una naturaleza 
humana fija y biológicamente dada, sino que resultan del proceso social que crea el 
hombre” (Fromm, 1974, p. 35). 

En tal conducción se forjan las ideas de toda cohesión económica y social, concebida 
como la finalidad de disminuir las desigualdades territoriales y sociales. Es una 
evidencia empírica que los procesos de crecimiento económico no se producen de 
modo lineal en el espacio temporal. El tratado de Lisboa establece como uno de los 
objetivos de la Unión el fomentar la cohesión económica, social, territorial y la soli-
daridad entre los estados miembros con el objeto de aminorar las diferencias entre 
los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones e islas 
menos favorecidas, incluidas las zonas rurales (Pereira, 2008).

Por su parte, en el entendimiento del ser, Lacan, en el Seminario I, “Los escritos 
técnicos de Freud” (1953-1954), habla de las pasiones del ser para pensar la entrada 
en análisis y la transferencia, tomando al amor, el odio y la ignorancia como afec-
tos. Sólo en la dimensión del ser, y no en la de lo real, pueden inscribirse las tres 
pasiones fundamentales: en la unión entre lo simbólico y lo imaginario, esa ruptura, 
esa arista que se llama amor; en la unión entre lo imaginario y lo real, el odio; en la 
unión entre lo real y lo simbólico, la ignorancia (Lacan, 1954, p. 394). 

En el camino de toda orientación sobre la “personalidad sana”, Allport (1980, p. 
331) nos dice que “domina activamente el ambiente, presenta una cierta unidad y 
posee la capacidad de percibir correctamente el mundo y a sí mismo. Una persona 
que ha alcanzado tal estado no pierde el contacto con la realidad, no pide dema-
siado a los demás”.
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En este orden de ideas, emerge naturalmente la caracterización de los “perversos 
instintivos” como

reúnen en general todos los vicios a la vez: la mentira con la pereza, y ambas con el 
robo, el crimen y la prostitución y las perversiones instintivas se atribuyen a la mayoría 
de los casos a una verdadera locura moral (moral insanity), especie de esquizofrenia de la 
acción, porque él sujeto desconoce enteramente el medio social, sus necesidades y sus 
obligaciones, y obra exactamente como si éste no existiera para él. Sin embargo, puede 
representarse sus exigencias, pero sin que esta representación tenga el menor imperio 
sobre sus comportamientos, como no sea para superar los obstáculos que le imponen. 
Las ridiculiza o las desprecia [...] El doctor Robin Gilbert considera la perversión cons-
titucional como una especie de idiocia moral [...] son impulsivos obsesionados, y no 
presentan ni angustia ni lucha interior, son desidiosos morales. (Huber, 1965, p. 652) 

En la exigencia de acercarnos al propósito establecido en esta presentación sobre 
la problemática política en Argentina, respetuosamente, pasamos a detallar, inter 
alia, las reflexiones de los especialistas en diversas ciencias de modo muy breve. A 
la luz de lo propuesto, nos detenemos seguidamente para su entendimiento: a) La 
psicóloga, psicoanalista e investigadora Fuentes Esparza concluye (2024/25) “nos 
gobierna alguien que está sufriendo un deterioro cognitivo y una desorganización 
psíquica alarmante, es delirante y paranoide”; b) Distinguidos juristas constitucio-
nalistas y penalistas, en entrevistas televisivas-audiovisuales y radiales, v.gr. C5N, 
Radio Rebelde 740, describen al gobierno como fascista, nazi y antidemocrático 
(v.gr. Eduardo Barcesat y Carlos Alberto Rozanski); y c) Un reconocido fiscal federal: 
Félix Grous; reseña —C5N, 13/03/2025— a la administración gobernante como 
“un programa deliberado de barbarie y que toda persona decente debe combatir a la tiranía”. 

Pareciera que en la administración pública se desconoce —tampoco importa por 
sus objetivos económicos e individualistas— las funciones del Estado (Dromi, 1994, 
p. 32) como una constelación única de prestaciones y actividades públicas para lle-
gar al fin de la comunidad política: el bien común (léase edificación social), siendo 
sus actividades imperativas, de tal modo de propender a las metas de paz, orden, 
prosperidad, seguridad, asistencia, solidaridad y justicia. Así emergen, v. gr., las fun-
ciones públicas (justicia y defensa), servicios públicos (transportes, comunicaciones, 
suministros públicos), servicios sociales (asistencia social, previsional, hospitalarias), 
e intervención directa e indirecta en la economía (fomento, empresas públicas). 

En el marco y fundamento de la responsabilidad del Estado por la violación a la 
Convención Americana de Derechos Humanos (Gordillo, 2009, pp.  XVI-4), es 
que el Estado es imputable por toda violación de los derechos reconocidos por la 
Convención cumplida por un acto del poder público o de personas que actúan pre 
válidas de los poderes que ostentan por su carácter oficial; no obstante, que los go-
biernos futuros sean más respetuosos de los derechos humanos. 

Este temperamento conceptual nos transporta a la caracterización del “hombre 
mediocre”, desarrollada por el prolífico Ingenieros (1987, pp. 40-97) como

una sombra proyectada por la sociedad, es por esencia imitativo y está perfectamente 
adaptado para vivir en rebaño, reflejando las rutinas, prejuicios y dogmatismos reco-
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nocidamente útiles para la domesticidad [...] Su característica es imitar a cuantos lo 
rodean: pensar con cabeza ajena y ser incapaz de formarse ideales propios [...] La me-
diocridad teme al digno y adora al lacayo. 

Lo descrito se caracteriza por un mal éxito, en toda su magnitud, debido al dete-
rioro de los derechos humanos de todas las categorías y, respetuosamente (por el 
bienestar de la nación-Estado-patria), inconsistencias de orden probablemente li-
mitativas en las funciones ejecutivas, debido al posible y preocupante estado de sa-
lud del responsable de la primera magistratura (Poder Ejecutivo Nacional, [PEN]). 
Para ello, los tribunales federales y, en especial, la CSJN deberían solicitar e instruir 
de forma urgente —ante la objetiva espoliación del Estado argentino en toda su in-
tegridad (desprotección del territorio, autodeterminación, riquezas naturales, ena-
jenación y despojo al exterior del oro del Tesoro Nacional y conductas reprochables 
en toda sociedad civilizada)— al departamento forense oficial para su correcta in-
tervención y dictamen de capacidad sobre toda factible integridad-aptitud de salud, 
conteste a las innumerables presentaciones judiciales ya presentadas. Cabe denotar 
que una meta es “un estado de cosas hacia al que se dirige la conducta, con buen o 
mal éxito” (Newcomb, 1973, p. 106). En orden a estas premisas, es pertinente traer 
a colación que en todo proceso de psicodiagnóstico es necesario considerar la rea-
lidad psicosocial del examinado: su estado psíquico, las relaciones que mantiene, 
funciones y responsabilidades que desempeña. 

Cabe entender sobre la psicología jurídica que las relaciones entre la psicología y el 
derecho pueden ser, por lo general, de tres tipos: como auxiliar, como indagadora 
de la psicología que hay en la ley —términos psicológicos y capacidad de la norma 
de ser cumplida— y como reflexiva acerca de qué es el derecho desde las opiniones, 
creencias y actitudes de los ciudadanos (Muñoz-Sabaté, 1980).

En el contexto de una gran inseguridad jurídica, el prestigioso Zaffaroni (1985, p. 
45) expresa que “la función de la seguridad jurídica no puede entenderse, en otro 
sentido que en la de la protección de bienes jurídicos como forma de asegurar la 
coexistencia”. 

No es difícil desentrañar que toda comunidad pueda no tener una salud adecuada 
para siempre. Ahora, por encontrarnos con un organismo contemplativo, toda co-
munidad verídica reconoce su inadecuada salud, tomando las medidas pertinentes 
para su posible solución. De allí que cuanto más se extiende la vida sana de la socie-
dad, más elevado es el nivel de eficiencia en el proceso de su natural recuperación; 
lo opuesto implica su desintegración (Scott Peck, 1991, p. 64).

Llegado a este avance, nos adentramos en las consideraciones preceptivas del caso. 
En tal inteligencia, partimos en señalar con el acierto de Savigny al sostener que el 
derecho responde o debe responder, de algún modo, a las pretensiones y aspiracio-
nes de la comunidad. Bodenheimer (1942) indica que “ninguna autoridad puede, 
a la larga, imponer reglas contrarias a la necesidad social de la época y el lugar” y 
además que “para funcionar con éxito, la administración de las normas de conduc-
ta exige un cierto grado de cooperación y apoyo por parte de la comunidad a la que 
se imponen las normas”.
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En una interesante visión del progreso jurídico, Vedross (1962, p. 240) observa 
como el pensamiento de la escuela histórica sobre las fuentes ignora 

el momento creador en la elaboración del derecho y pasa por alto que cada acto legis-
lativo es portador de una cabeza de Jano: la ley debe, sin duda, elaborarse con base en 
el pasado, pero debe a la vez dirigir su mirada hacia el porvenir, si quiere influir sobre 
la conducta humana y orientarla en cierta dirección. 

Es de consignar que el derecho es, en gran modo, una acción del poder estatal, 
orientada intencionalmente a un determinado fin. Pero quien reforzó más el cues-
tionamiento en este sentido fue Roscoe Pound en un capítulo titulado “La interpre-
tación que considera el derecho como resultado de la obra de los grandes juristas”.
Ahora, creemos esencial expresar que cada cosa, en la naturaleza, actúa según le-
yes.  Sólo un ser racional posee la facultad de obrar por la representación de las 
leyes, esto es, ¡por principios, posee una voluntad! Como para derivar las acciones 
de las leyes se exige razón, resulta que la voluntad no es otra cosa que razón prác-
tica. La voluntad es una facultad de no elegir nada más que lo que la razón, inde-
pendientemente de la inclinación, conoce como prácticamente necesario, es decir, 
bueno (Kant, 2007, p. 27).

Cabe afianzar que la prevención y el combate a la corrupción son fundamentales 
para el fortalecimiento de la democracia y el Estado de derecho en nuestros países, 
y que la corrupción debilita la gobernabilidad democrática, la confianza de la ciu-
dadanía en las instituciones y tiene un impacto negativo en el goce efectivo de los 
derechos humanos y el desarrollo sostenible de las poblaciones de nuestro hemis-
ferio, al igual que en otras regiones del mundo” (Cumbre de las Américas, 2018).

Es contundente pronunciar y fundar que el ataque a lo social —su existencia y su 
correspondencia como espacio de justicia— desinhibe la libertad reconocida con 
el neoliberalismo, configurándola de un simple libertarismo moral a un agraviante 
ataque contra la democracia. Por tal razón acepta el ejercicio de la libertad sin pre-
ocupaciones por el entorno social o sus consecuencias, sin la garantía por la socie-
dad, la civilidad, los lazos sociales y, sobre todas las cosas, sin preocupación por la 
sustentabilidad política del bien y edificación social. De tal modo, la consigna “no 
existe tal cosa como la sociedad” direcciona mucho más que criticar la socialdemo-
cracia y el Estado de bienestar como modelos de interferencia sobre el mercado que 
crean dependencia y un derecho equívoco. Hace más que propagar la noción de que los 
impuestos son una estafa, en vez del aspecto con el cual se conserva la vida común 
y las cosas públicas (Brown, 2021).

Pues bien, es un dato de la realidad que “hay ciertamente algo que anda mal, cuan-
do la ley que está hecha para el bien de la multitud, en lugar de suscitar su reco-
nocimiento, suscita continuamente sus murmuraciones” (Foucault, 1976). En este 
temperamento, podemos enunciar que la equidad y la justicia, de acuerdo con la vi-
sión de Rawls (1997), es una concepción cooperativa de la sociedad, entendiendo 
que la cooperación se inspira en la búsqueda de ventajas mutuas a partir de una 
situación de equidad. El modelo de Rawls sería, de este modo, una guía de justicia, 
en la medida de hacer un reparto de ventajas sociales.
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En esta hermenéutica, subrayamos con Pérez Luño (1984, p. 20) que

la principal garantía con que cuentan los ciudadanos de un Estado de Derecho es que 
el sistema jurídico y político en su conjunto se orientará hacia el respeto y promoción 
de la persona humana; en su estricta dimensión individual (Estado liberal de Derecho), 
o conjugando ésta con la exigencia de solidaridad: corolario de la componente social y 
colectiva de la vida humana Estado Social de Derecho.

En el árbol de ideas planteado, se puede entender que  el Estado social de derecho 
considera un Estado adscrito a la ley legítimamente plasmada, conteste al texto y a 
las praxis constitucionales con desapego de su carácter formal o material, abstracto 
o concreto, constitutivo o activo, y la cual, en tal sentido, no puede tropezar con los 
aspectos sociales estructurados por la Constitución o aceptados por la praxis cons-
titucional como normativización de unos valores por y para los cuales se constituye 
el Estado social y que, por ende, basan su legalidad (García Pelayo, 1985, p. 64). 
Recordamos, nuevamente, que como lo concluye Maurice Hauriou, el Estado es la 
“institución de las instituciones”; la institución suprema o última. Ninguna otra ins-
titución posee igual poder de integración (citado por Prélot, 1988, p. 80).

El desafío, pues, es vislumbrar la incorporación de un vector sobresaliente denomi-
nado justicia social —tema traído a esta exposición de ideas por un probable error 
y opacidad intelectual al denominarla “nefasta” (inter alia, primera magistratura en 
la apertura de las sesiones ordinarias del Congreso Nacional, 01/03/2025, Buenos 
Aires)— que, lejos de ser detestable, se encuentra receptado como “el verdadero 
desarrollo, que es el paso, para todos y cada uno, de unas condiciones de vida me-
nos humanas a condiciones más humanas”. En la idea del bien común, libertad y 
progreso, se define al progreso “como una paulatina evolución en las normas de la 
ley natural cuyo afianzamiento permite lograr el bien común y el respeto de la dig-
nidad humana” (Paulo VI, s. f.). 

En esta asociación de ideas y en base a la construcción de marcos de actuación 
(diagnóstico, pronóstico y acción) se cita nocionalmente la definición de la “justicia 
ambiental” como 

la materialización de reglas establecidas a nivel planetaria, donde la arquitectura axio-
lógica y epistemológica se orientan a los principios socio-culturales, psico-sociales, 
filosóficos-éticos-deontológicos, jurídicos de la biósfera, pedagógicos, económicos, polí-
ticos, interrelacionados y establecidos en la hermenéutica del Paradigma de la Conste-
lación Humanoide Planetaria (CoHuP). (Fernández, H., 2024)

Asimismo, en este tema es diamante en la Constitución Nacional Argentina (modifi-
cada en 1994), el artículo 75, inciso 19 (desarrollo humano, crecimiento, educación 
y cultura). En cuanto al desarrollo humano, priman los bienes jurídicos tutelados

proveer al conducente desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a 
la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación 
profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y 
desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. 
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Sentadas algunas bases de la “justicia social”, no debemos olvidarnos de lo precep-
tuado en el artículo 75, inc. 22 —que podemos denominar cláusula universal de 
los derechos humanos— con los once instrumentos internacionales, integrantes del 
bloque de constitucionalismo federal, v. gr. Declaración UDH, Declaración ADDH, 
Pacto IDCP, Pacto IDESC, Convención IEFDR, Convención ADH.
En toda edificación social, Francisco nos ilumina al decir 

fuertes crisis políticas, la injusticia y la falta de una distribución equitativa de los recur-
sos naturales [...] Con respecto a las crisis que llevan a la muerte a millones de niños, 
reducidos ya a esqueletos humanos —a causa de la pobreza y del hambre—, reina un 
silencio internacional inaceptable. 

Ante este panorama, si bien nos cautivan muchos avances, no advertimos un rumbo 
realmente humano (Francisco, s. f.).

En este temperamento, acudimos a expresar que, así como los derechos humanos 
reconocidos, sea por la Convención, sea por los ordenamientos constitucionales de 
los Estados, no pueden ser restringidos más allá de los límites previstos por el Pac-
to de San José y en sus compatibilidades con la democracia, cualquier medida en 
tal sentido solo puede alcanzarse mediante leyes, que no es “sinónimo de cualquier 
norma jurídica”. Han de ser adoptadas, lo dice la Corte, “por órganos democráti-
camente elegidos y constitucionalmente facultados” (Principio de la reserva legal, 
OC-6/86), ceñida [la susodicha ley] al Bien Común como parte del orden público 
del Estado democrático, cuyo fin principal es “la protección de los derechos esen-
ciales del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espi-
ritual y materialmente y alcanzar la felicidad”, según el texto de la Declaración 
Americana (Serie A, núm. 52, párrafos, 26, 29, 35).

Conclusiones

En el contexto que ordena la prognosis de la administración de justicia, en sus di-
versas instancias y fueros federales, respetuosamente, luego de más de un año del 
aniversario del nuevo gobierno que sigue destruyendo al Estado en su propósito 
anarcocapitalista y colonialista (ante confesión de parte, relevo de pruebas), debe 
tener el compromiso inalienable de instruir al equipo forense nacional, a efectos de 
dictaminar el estado de salud del primer mandatario. Cabe denotar que los moti-
vos descriptivos y explorados de orden notorio son mayúsculos (con declaraciones 
de medios internacionales), los cuales ya ocasionaron, v. gr., pérdidas de vidas, falta 
de insumos y vacunas hospitalarias, decrecimiento severo del empleo, privaciones 
graves de alimentos a los más necesitados y la agudización perversa de la militariza-
ción-represión ilegal en el ámbito público con deterioro generalizado de la nación 
argentina, con el objetivo eventual de cumplimentar un plan económico ficticio (dé-
ficit fiscal), de alta y presumible simulación técnica.

En este hilo de ideas, emergerían análisis de posibles denuncias penales (también 
civiles) contra el PEN y FMI ante la CPI, habida cuenta del principio de corres-
ponsabilidad por el gravísimo deterioro económico-social implementado en Argen-
tina —luego del periodo 2015-2019 (contrayendo una deuda ilegal en Argentina 
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de 45 MDD en complacencia e infracción del Estatuto del FMI)— a partir del 
10/12/2023, lo que parte del Episcopado Argentino (Monseñor Ángel Rossi, 2024) 
denomina “una eutanasia encubierta”.

En este camino prospectivo, muy respetuosamente, reiteramos una vez más la ne-
cesidad de que la Comisión IDH y Corte IDH —también, inter alia, contemplando 
la guía rectora del Convenio EDH, la Comisión EDH y la Corte EDH (Corte de 
Estrasburgo)— puedan multiplicar e intensificar sus esfuerzos, a efectos de regu-
larizar y enderezar urgentemente los desvíos severos de los gobiernos gravemente 
incompatibles con la democracia en Latinoamérica y posibles violaciones seria-
les de los derechos humanos, estableciéndose las decisiones y sentencias judiciales 
pertinentes.

En consonancia con lo expuesto, propiciamos tener en consideración las presen-
taciones y consultas materializadas por los ciudadanos, asociaciones y ONG ar-
gentinos con la objetivación de elementos probatorios: audios, videos televisivos, 
declaraciones radiales, testimoniales..., v. gr., agraviando el derecho al medioam-
biente, a la justicia social, destruyendo el Estado de bienestar y derecho, vulneran-
do los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, reivindicando al 
fascismo, colonialismo y la plutocracia; por ende, agraviando el debido desarrollo 
humano y la biosfera global (calidad de vida planetaria: humanismo, flora, fauna, 
equilibrio ecosistémico). En este sentido, también, propiciamos y proponemos toda 
implementación y desarrollo de la “Nueva Identidad Humana-Espiritual-Solidaria 
en la Protección, Respeto, Equidad, Ética y Dignidad Planetaria” (NIHESPREE-
DP) (Fernández, 2024).

Para avanzar en este epítome, citamos la preceptiva (OEA y CIDH, 2019, núm. 
287) sobre el “rol de la administración de justicia” al declamar que

La vigencia de los derechos y libertades en un sistema democrático requiere un orden 
jurídico e institucional en el que las leyes prevalezcan sobre la voluntad de los gober-
nantes y los particulares, y en el que exista un efectivo control judicial de la constitucio-
nalidad y legalidad de los actos del poder público. 

Asimismo, la CIDH en la Resolución 1/17 establece una preocupación por la ame-
naza de la corrupción que incide en los distintos países de la región, resaltando la 
importancia de la lucha por la corrupción, en especial sobre los derechos económi-
cos, sociales, culturales y ambientales, cuya eficacia se encuentra supeditada a las 
políticas y presupuestos públicos (Corte IDH, 2017).

Para concluir, “nos gobierna alguien que está sufriendo un deterioro cognitivo y 
una desorganización psíquica alarmante, es delirante y paranoide” (Fuentes Espar-
za, 2025).

El hombre en la domesticación del mediocre subraya que “llegados al ejercicio de 
alguna autoridad, se tornaron despóticos, desprovistos de ideales que les detuvieran 
ante la infamia, como si quisieran con sus abusos olvidar la servidumbre sufrida an-
teriormente” (Ingenieros, 1987, p. 99). Para seguir el derrotero de la dignidad debe 
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renunciarse a las cosas bastardas que otorgan los demás; todas tienen por precio 
una abdicación moral (Ingenieros, 1999, p. 42).

El movimiento hacia la identificación y la proclamación de los derechos del hombre es 
uno de los esfuerzos más relevantes para responder eficazmente a las exigencias impres-
cindibles de la dignidad humana. (Concilio Vaticano II)

¿Qué hombre hay de vosotros, que, si su hijo le pide pan, le dará una piedra? ¿O si le 
pide un pescado, le dará una serpiente? (San Mateo, 7, 9-10)
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O d e t t e  M e n d o z a  B e c e r r i l 1

Actualmente con los procesos de globalización, el desarrollo tecnológico y avance 
científico, la sociedad enfrente la cuarta revolución industrial en la que se ha apun-
tado a las tecnologías de la información y comunicación, la inteligencia de negocios 
enfocadas al crowfunding, Fintech y, en consecuencia, en un aspecto jurídico legaltech 
y metalaw, para la protección del desarrollo de la propiedad intelectual, industrial, 
e-commerce, etcétera, en torno al uso de algoritmos, robótica e inteligencia artificial.
Frente al desarrollo digital se ha tenido que enfrentar diversos retos tecnológicos para 
hacer frente al desafío de generación de diferentes políticas públicas a nivel global 
para poder cumplir distintos compromisos internacionales como la Agenda 2030.
Para cumplir con los retos y asumir compromisos tanto nacionales como internacio-
nales se está llevando a cabo la gobernanza digital la cual consiste en:

La articulación y concreción de políticas de interés público con los diversos actores in-
volucrados (Estado, sociedad civil y sector privado), con la finalidad de alcanzar compe-
tencias y cooperación para crear valor público y la optimización de los recursos de los 
involucrados, mediante el uso de tecnologías digitales así como la organización y reglas 
presentes en un gobierno para conducir su política y estrategia de digitalización con el 
objetivo de mejorar su gestión y brindar servicios a los ciudadanos y las empresas. (Nieto 
Roa, s.f.)

A diferencia de la gobernanza digital el gobierno digital es:

El uso de las tecnologías digitales como parte integral de las estrategias de modernización 
de los gobiernos con el fin de crear valor público. Esto se basa en un ecosistema de go-
bierno digital constituido por los actores estatales, organizaciones no gubernamentales, 
empresas, asociaciones de ciudadanos y personas encargadas de la producción y acceso 
a los datos, servicios y contenidos a través de interacciones con el gobierno. (Fundación 
Ayni, s.f.)

En consecuencia, la gobernanza es una variable independiente de la gobernabilidad, 
sin embargo, para establecer un buen gobierno digital se necesita una gobernanza 
que articule los actores, políticas, recursos y relaciones que hagan factible la imple-
mentación de estrategias y programas de gobierno digital (CEPAL, 2024), para llevar 
los programas de acción y políticas es importante la interoperabilidad como un requi-
sito para hacer posible la comunicación digital y el intercambio de información entre 

1   Profesora investigadora UAM Cuajimalpa

Gobierno y gobernanza 
digital en América Latina



2

las administraciones públicas, y entre estas y las empresas privadas y los organismos 
no gubernamentales que deban interactuar con el Estado, con la finalidad de lograr 
un mercado digital único (CEPAL, 2024).

Para realizar la adopción de una gobernanza digital de acuerdo con la CEPAL 
se necesita un modelo de arquitectura institucional en la que haya una arquitec-
tura de valor público, de procesos, de aplicaciones, tecnológica y de plataformas, 
por lo que la OCDE establece marcos organizativos entre los niveles de gobierno 
como el desarrollo de casos de negocio claros para sustentar el financiamiento y la 
implementación focalizada de proyectos de tecnologías digitales (CEPAL, 2024), 
el fortalecimiento de las capacidades institucionales para el monitoreo de proyec-
tos, adquisición de tecnologías para su implementación y desarrollo, sin embargo, 
esto no se puede lograr si no se establecen marcos legales regulatorios para forta-
lecer la ejecución normativa y presupuestaria para la implementación en el Estado 
correspondiente.
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F r a n c i s c o  J o s é  P a r r a  L a r a 1

El pasado 30 de enero de 2025, en el artículo de la licenciada Flor Estrella 
Santana, intitulado “Linchamiento en Tekit: los protocolos que incumplieron 
los policías que no hicieron nada para impedirlo”, publicado en el Diario de 
Yucatán, se dio cuenta de que en algunos estados del país existen “protocolos 
de actuación para los casos de linchamiento”, como el ocurrido hace días en 
Tekit. Respecto de Yucatán, la profesional de los medios de comunicación 
nos refirió que esta entidad carece de tal normatividad.

En términos legalmente correctos y sencillos, conviene citar la legislación de un es-
tado donde sí existe un protocolo para aplicarse en dichos eventos gravísimos: Pue-
bla. Mediante acuerdo del Secretario General de Gobierno emitido el 29 de mayo 
de 2019, se publicó en su diario oficial local el “Protocolo de Actuación para Casos 
de Intentos de Linchamientos en el Estado de Puebla”, en el cual se determina como 
su objeto

...establecer las acciones coordinadas que deberán llevar a cabo el Primer Respondiente 
con la Autoridad Municipal, con la coadyuvancia de la Autoridad Estatal, en el ámbito 
de sus respectivas competencias y atribuciones, a efecto de proteger la vida, brindar ga-
rantías a las personas, respeto a los derechos humanos y establecer la forma de actuar de 
los cuerpos de seguridad pública, en los casos en los que tengan conocimiento de algún 
intento de linchamiento.

Ahora, como acontece con las demás normas previamente existentes, la presencia de 
estas no es sinónimo de que se aplicarán, al menos correctamente. Puebla es un caso 
paradigmático, pues a pesar de tener dicho protocolo especializado, diversas notas 
periodísticas enfatizan que es una de las entidades —sino es que la que más— don-
de se siguen cometiendo linchamientos. Así es la paradoja de la abundancia de leyes 
y demás normativa jurídica que tiene México: a pesar de ser el país que se distingue 
como el que más normas legales contaría, en la práctica la percepción de la sociedad 
es de que pocas veces se acatan.

No obstante, para efectos de dotar de más seguridad jurídica a los servidores públicos 
que por razón de su empleo o función habrán de participar en la contención de los 
linchamientos, sin duda conviene tener un protocolo de actuación especializado, que 

1  Universidad de Guanajuato. México

Protocolo y delito de 
linchamiento para Yucatán
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carecer del mismo. Así, subsecuentemente será más factible analizar si aquellos ser-
vidores acataron —o no— sus deberes para dichos sucesos y si, derivado de esto, se 
actualizaron una o más conductas sancionadas por las legislaciones administrativas 
y penales aplicables.

Delito de linchamiento

Regresando al funesto linchamiento acaecido en Tekit, ahí está la muy diversa in-
formación que retrata que en el mismo participaron un universo de personas, inclu-
so menores de edad legal (estos últimos como espectadores). Individuos que habrían 
convocado, por las redes sociales y demás plataformas tecnológicas, a que se come-
tiera tal bárbaro acto colectivo; gente que habría ido a buscar el combustible para 
efectuar el abominable desenlace, etcétera. Un cúmulo de participantes, así como 
de autores que distaría de los cinco sujetos que están siendo procesados por el delito 
de homicidio cometido en pandilla.

La taxatividad penal, postulado central en esta materia, dada su trascendencia 
como máximo reproche social exige que los delitos, sus perpetradores y las penas o 
sanciones resultantes sean perfectamente definidos antes de que se pueda aplicar a 
un procedimiento prejudicial y judicial como tal. 

En esto resalta lo comentado en el capítulo de conclusiones del Informe Especial 
sobre la Problemática de los Linchamientos en el Territorio Nacional, elaborado 
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en conjunto con el Instituto de 
Investigaciones Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México en 2019.

En aquellos casos que ha sido posible llevar ante la autoridad de procuración de 
justicia a personas que participaron en el linchamientos, el acto suele ser investiga-
do por delitos de motín, lesiones y homicidio (simple o tumultuario), en este último su-
puesto, al ser un acto atribuible a un individuo y el linchamiento una acción colectiva, los elementos 
del tipo penal resultan complejos para ajustarlos a la conducta, por lo que al no poder determinar 
quién produjo la muerte de la víctima, no se sanciona a los responsables o se dicta una pena que no 
es proporcional a la gravedad del hecho (énfasis añadido).

En el caso de Tekit, lo aducido por dicho Informe se verá cuando se debata en el 
juicio penal qué acto o actos específicos fueron los que ocasionaron la muerte de 
El Huero y quiénes se los causaron, pues la víctima habría padecido de un sinfín de 
ataques de parte de la muchedumbre enardecida antes de que fuera quemado vivo.

Conclusión

Si Yucatán pretende avanzar jurídicamente en evitar que eventos como el de Te-
kit se vuelvan a cometer, debe establecer el protocolo y el delito especial, antes co-
mentados. En el caso del primero, se coadyuvaría en darle seguridad jurídica, y con 
esta, tranquilidad a los servidores públicos que deban actuar en consecuencia, y 
para el segundo supuesto, se allanaría el camino para no dejar impunes a todos los 
que, real y sin justificación jurídica alguna, participen en el linchamiento, el cual, 
enfatiza dicho Informe Especial, “será considerado como tal, concluya o no en el 
fallecimiento de aquel que se lincha; ya que si bien, el acto de violencia colectiva 
puede ser interrumpido por distintas causas, éste es innegablemente ilegal”.
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Introducción

Los animales, conforme al desarrollo evolutivo de ser salvajes y utilizados 
para la alimentación de las personas, se convirtieron en seres domésticos, 
para acompañar a los seres humanos, y actualmente, como consecuencia 
de diversos estudios, pasaron a considerarse seres sintientes (sintiencia 
animal)2 merecen que se les otorgue el reconocimiento de sus derechos 
a nivel global y nacional, como consecuencia de la importancia de la 
visibilización del maltrato animal que viven. En este contexto, debe 
evitarse que se les otorgue el tratamiento de bienes inmuebles, como en 
diferentes legislaciones que siguen la tradición del derecho romano. Hoy en 
día, las ciencias jurídicas se tienen que ajustar a la evolución social como 
son las familias multiespecie que, a nivel internacional, están generando 
paradigmas en el derecho por su reconocimiento.

Antecedentes

En la antigua Grecia, el filósofo Pitágoras sostenía que los animales y humanos esta-
ban equipados como el mismo tipo de alma y que entre unos y otros se reencarna-
ban. Sin embargo, lo contrario aconteció en la etapa de la monarquía en Roma, ya 
que los animales eran ocupados, sin ningún escrúpulo moral, para la alimentación, 
juego en el coliseo (y fuera del mismo), trabajo y alimentación (García Moreno y Ro-
dríguez, 2011).

Tiempo después, del año 527 a 565 D.C., Justiniano inició la reforma legislativa en 
la que defendía el derecho natural común a cada ser vivo y no exclusivamente al hu-
mano, ya que para el legislador el derecho natural era la norma suprema que debía 
imperar en las relaciones humanas.

En la Edad Media, Santo Tomas siguió con la ideología aristotélica (y por ende justi-
nanea), y señaló sus características esenciales: ordenamiento de la razón para el bien 

1  Universidad Autónoma Metropolitana. México.
2   La sintiencia es la capacidad de sentir una variedad de emociones y sentimientos, como placer, dolor, alegría y miedo. 

Algunos animales incluso experimentan emociones complejas, como el duelo y la empatía. Los animales son seres 
sintientes, y esto significa que sus sentimientos importan (World Animal Protection, 2023).

El reconocimiento de los derechos 
de los animales como seres 

sintientes en México
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común, promulgado por la autoridad competente. Distinguió tres especies de leyes: 
a) la ley eterna (lex eterna), que es el plan de Dios con respecto a la creación y al or-
den universal; b) la ley natural (lex naturalis), que es la participación de la creatura 
racional en la ley cósmica, la ley de la naturaleza humana, conocida racionalmente 
por el hombre (sindéresis), independientemente de la revelación sobrenatural, y c) la 
ley positiva (lex positiva o ius positivum), que era obra del legislador humano, pero que 
debía ser conforme a la ley natural y por lo tanto a la ley eterna (Gimaraes s. f.)  En 
consecuencia, Santo Tomas también consideraba como asesinato matar a un ani-
mal; era ilegítimo y por lo tanto, pecado.

En cambio, no era ilegítimo que se usaran plantas para alimentar a los animales y 
los animales para alimentar el hombre, por lo que había una gran diferencia entre 
matar por alimento que por diversión. El hecho privar de la vida a un animal en-
traba dentro de las acciones que llevaba a cabo el hombre de forma racional y libre; 
esta acción puede ser calificada como moral o inmoral. Tomas de Aquino, en suma, 
mencionaba que no era pecado sacrificar un animal para el consumo humano o para 
alimentar al rebaño, pero sí lo era por el simple hecho de hacerlo (Santacruz, 2015).3

En contraposición con la idea de Tomas de Aquino, en la época moderna, René 
Descartes aseveraba que los animales no sentían ni siquiera dolor, por lo que no 
podían tener consideración moral al carecer de alma. Contrario a esta idea, Jere-
mías Bentham decía que lo importante no era que los animales pudieran formular 
una idea racional y transmitirla, sino que no debían sufrir. De esta idea se despren-
día el concepto del bienestar animal y una corriente de escritores, lo que generaba 
simpatía y crítica a la crueldad y explotación animal. Como consecuencia de este 
movimiento ideológico, se promulgó la primera ley respecto de los animales, donde 
se controlaba el trato al ganado en el mercado de Smithfield, Londres. Cinco años 
más tarde, se promulgó una nueva disposición que se exigía una licencia especial 
para ejercer la matanza sobre un animal.

En consecuencia, se formó un movimiento denominado “proteccionismo”, que 
promovía la conciencia de la sociedad moderna europea y pretendió reubicar al 
hombre y los animales; surgió en Inglaterra e impactó a España, donde se elaboró 
un estatuto de la sociedad protectora gaditiana.

El reconocimiento de los derechos de los animales a nivel global

Para la protección de los derechos de los animales, en 1976 se constituyó la Liga 
de los Derechos del Animal, que dio origen a la proclamación de la de Declaración 
Universal de los Derechos de los Animales. Después de la tercera reunión sobre los 
derechos de los animales, celebrada en Londres Inglaterra en septiembre de 1977, 
la Declaración fue aprobada por la UNESCO y posteriormente por la Organiza-
ción de Naciones Unidas (ONU). Se compone de 14 artículos que buscan proteger 
la vida y la integridad de los animales (artículo 1o.), ya que establece que todos los 
animales poseen derechos y merecen recibir un respeto equiparable al que existe 
entre las personas (artículo 2o.). En el instrumento se prevé lo siguiente:

3   Santacruz, Margarida Arrom. Derechos de los animales. Un acercamiento a la filosofía de Josep Ferrater Mora. 
España: Universidad de las Islas Baleares, 2015.
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•	 Artículo 1o. Igualdad entre los animales y derecho de existencia.
•	 Artículo 2o. Respeto a los animales.
•	 Artículo 3o. Prohibición de la crueldad animal.
•	 Artículo 4o. Derecho a vivir en libertad en su propio ambiente natural terrestre, 

aéreo o acuático, y a reproducirse.
•	 Artículo 5o. Derecho a vivir y crecer al ritmo y en las condiciones de vida y de 

libertad que sean propias de su especie.
•	 Artículo 6o. Prohibición de abandono animal.
•	 Artículo 7o. Derecho a una limitación razonable del tiempo e intensidad de tra-

bajo, a una alimentación reparadora y al reposo.
•	 Artículo 8o. Prohibición de experimentación animal que provoque sufrimiento 

físico o psicológico (es incompatible con los derechos del animal), ya se trate de 
experimentos médicos, científicos, comerciales o de cualquier otra forma.

•	 Artículo 9o. Los animales criados para la alimentación deben ser nutridos, alo-
jados, transportados y sacrificados sin causarles ni ansiedad ni dolor.

•	 Artículo 10. Prohibición de la explotación por esparcimiento del hombre.
•	 Artículo 11. Biocidio o crimen contra la vida.
•	 Artículo 12. Genocidio animal y destrucción del ambiente natural.
•	 Artículo 13. Respeto por los animales muertos.
•	 Artículo 14. Los derechos del animal deben ser defendidos por la ley.

Esta Declaración es de carácter de derecho blando (soft law), por lo que no tiene 
efectos vinculantes, sino que tienen un valor exclusivamente de tipo ético o moral 
que ha influido en disposiciones jurídicas a nivel internacional, de aplicación ya sea 
administrativa, civil o penal en los respectivos Estados.

Todos los países pertenecientes a la Unión Europea cuentan con leyes o reglamen-
tos referentes a los animales, esto derivado del compromiso que los Estados ad-
quirieron en el Tratado de Lisboa de 2007. Algunos países de los que cuentan con 
legislación específica son: Bélgica, Francia, Hungría, España que cuenta con la Ley 
de Protección Animal; la comunidad Autónoma de Cataluña, que prohíbe las co-
rridas de toros, e Inglaterra, que cuenta con la Ley para Prevenir el Trato Cruel e 
Indebido de ganado desde hace ya algunos años, y es uno de sus avances más sig-
nificativos en la materia4.

En América, la mayoría de los países latinoamericanos cuentan con legislación re-
ferente a dicho tema. Sobresalen los siguientes: Argentina, con la Ley Nacional de 
Protección de los Animales; Brasil, que acaba de aprobar la nueva Ley de Protec-
ción Animal que nos dice que aquellos que maltraten o abandonen animales po-
drán ser condenados hasta con cuatro años de cárcel; Chile, que cuenta con su Ley 
de Protección Animal y, de manera especial, Perú, ya que el pasado mes de septiem-
bre de 2012, a través de su Ley 1454/2012-1C prohibió utilizar animales de cual-
quier especie en la realización de espectáculos públicos y privados cuando involucre 
infringir dolor, heridas y su muerte.

4   Daniela Patricia Castillo Torres, Roberto Wesley Zapata Durán. Los derechos de los animales. s.f. https://www.
uaeh.edu.mx/scige/boletin/icshu/n2/e3.html  
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El reconocimiento de los derechos de los animales en México

En el Estado mexicano se han realizado diversas reformas en cuanto al derecho de 
los animales; sin embargo, se realizará un estudio del marco jurídico vigente, ya que 
aún falta generar conciencia jurídica, moral y social en cuanto al tema de estos se-
res vulnerables,5 como consecuencia de su condición de raciocinio y su capacidad 
limitada de comunicación, lo que no significa que no sientan emociones como las 
personas.

Código Civil Federal

En la legislación civil federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación en cuatro 
partes los días 26 de mayo, 14 de julio, 3 y 31 de agosto de 1928, bajo la presidencia 
de Plutarco Elías Calles, se prevé que los animales son bienes inmuebles, de acuer-
do con la fracción X del artículo 750:

Artículo 750.- Son bienes inmuebles:
X. Los animales que formen el pie de cría en los predios rústicos destinados total o 
parcialmente al ramo de ganadería; así como las bestias de trabajo indispensables en el 
cultivo de la finca, mientras están destinadas a ese objeto;

Por otro lado, la misma legislación cuenta con el capítulo de la apropiación de los 
animales (artículos 854-874) en el que los animales sin marca que se encuentren en 
las propiedades se presumen que son del dueño de éstas mientras no se pruebe lo 
contrario, a no ser que el propietario no tenga cría de la raza a que los animales 
pertenezcan.

En materia de frutos naturales, como señalan los artículos 888, 889 y 892 de la le-
gislación en comento:

Artículo 888.- Son frutos naturales las producciones espontáneas de la tierra, las crías y 
demás productos de los animales.  
Artículo 889.- Las crías de los animales pertenecen al dueño de la madre y no al del pa-
dre, salvo convenio anterior en contrario.
Artículo 892.- Para que los animales se consideren frutos, basta que estén en el vientre 
de la madre, aunque no hayan nacido.

En materia de responsabilidad civil, conforme a la fracción IV del artículo 1161, 
se prevé que

La responsabilidad civil por injurias ya sean hechas de palabra o por escrito, y la que 
nace del daño causado por personas o animales, y que la ley impone al representante 
de aquéllas o al dueño de éstos.  La prescripción comienza a correr desde el día en que 
se recibió o fue conocida la injuria o desde aquel en que se causó el daño.

5   Ser vulnerable implica fragilidad, una situación de amenaza o posibilidad de sufrir daño. Por tanto, implica ser 
susceptible de recibir o padecer algo malo o doloroso, como una enfermedad, y también tener la posibilidad de 
ser herido física o emocionalmente.
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En materia del arrendamiento de bienes muebles, se prevé en el artículo 2470 y 
2471:

El arrendatario está obligado a dar de comer y beber al animal durante el tiempo que 
lo tiene en su poder, de modo que no se desmejore, y a curarle las enfermedades ligeras, 
sin poder cobrar nada al dueño.
Los frutos del animal alquilado pertenecen al dueño, salvo convenio en contrario.

En materia de contratos de los porteadores y alquiladores, se prevé en el artículo 
2646:

El contrato por el cual alguno se obliga a transportar, bajo su inmediata dirección o la 
de sus dependientes, por tierra, por agua o por el aire, a personas, animales, mercade-
rías o cualesquiera otros objetos, si no constituye un contrato mercantil, se regirá por 
las reglas siguientes.

Como se puede apreciar en los distintos numerales previstos en la legislación civil 
federal mexicana, los animales son vistos como bienes inmuebles y no como se-
res humanos sintientes, esto a consecuencia de que la legislación civil federal tie-
ne el antecedente de ser creada y promulgada en 1928, que no contemplaba aun 
los derechos humanos, sino que se les tomaba como objeto de apropiación civil y 
mercantil.

En materia penal federal la legislación sustantiva no prevé propiamente las sancio-
nes por el daño o afectación a los animales; sin embargo, la legislación sustantiva de 
Ciudad de México y el estado de Morelos, a diferencia de la penal federal, sí prevé 
un tratamiento en materia de cuidado y maltrato animal.

Constitución Política de la Ciudad de México

En Ciudad de México, nuestra Constitución “reconoce a los animales como seres 
sintientes y, por lo tanto”, mandata que “deben recibir trato digno”. Asimismo, es-
tablece que todas las personas deben “respetar la vida y la integridad de los anima-
les” como seres sintientes, así como brindarles un “trato digno y respetuoso”, en los 
términos que dispone esa Constitución.

Código Penal para el Distrito Federal

El párrafo II del artículo 54 prevé lo siguiente: 

Respecto del aseguramiento de animales vivos, serán canalizados a lugares adecuados 
para su debido cuidado, siendo que en el caso de los animales domésticos, las asocia-
ciones u organizaciones protectoras o dedicadas al cuidado de animales debidamente 
constituidas, podrán solicitar en cualquier momento al Ministerio Público o Juez co-
rrespondiente, su resguardo temporal y tendrán preferencia para obtener la posesión 
definitiva de los mismos por resolución judicial que así lo determine. Las personas que 
resulten responsables por el delito de maltrato o crueldad hacia los animales perderán 
todo derecho sobre los animales que hayan tenido bajo su custodia o resguardo.
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En materia de punibilidad de delitos culposos, en el párrafo tercero del artículo 76 
se prevé que son “Delitos cometidos por actos de maltrato o crueldad en contra de 
animales no humanos a que se refieren los artículos 350 Bis y 350 Ter, y los demás 
casos contemplados específicamente en el presente Código y otras disposiciones 
legales”.

Sin embargo, el capítulo IV prevé específicamente delitos cometidos por actos de 
maltrato o crueldad en contra de animales no humanos:

Artículo 350 Bis. Al que realice actos de maltrato o crueldad en contra de cualquier 
especie animal no humana, causándole lesiones de cualquier tipo sin que pongan en 
peligro la vida del animal, se le impondrá de seis meses a dos años de prisión y de cin-
cuenta a cien días multa. 
 Si las lesiones ponen en peligro la vida del animal no humano se incrementarán en una 
mitad las penas señaladas.  
Se entenderá para los efectos del presente título como animal, al organismo vivo, no 
humano, sensible, que no constituya plaga, que posee movilidad propia, y capacidad de 
respuesta a los estímulos del medio ambiente perteneciente a una especie doméstica o 
silvestre. Los animales abandonados, o callejeros no serán considerados plaga.
Artículo 350 Ter. Al que cometa actos de maltrato o crueldad en contra de cualquier 
especie animal no humana provocándole la muerte, se le impondrán de dos a cuatro 
años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa, así como el aseguramiento 
de todos los animales que pudiera tener bajo su cuidado o resguardo, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 54 de éste Código.  
En caso de que se haga uso de métodos que provoquen un grave sufrimiento al animal 
previo a su muerte, las penas se aumentarán en una mitad.  Se entenderá por métodos 
que provocan un grave sufrimiento, todos aquellos que lleven a una muerte no inme-
diata y prolonguen la agonía del animal.  Por actos de maltrato o crueldad y lo relativo 
a éste capítulo, se estará a lo dispuesto en la Ley de Protección a los Animales del Dis-
trito Federal.

Código Penal del Estado de Morelos

En la legislación penal del Estado de Morelos se contempla en el Título Vigésimo 
Tercero “Delitos contra la integridad y dignidad de los animales domésticos”. Con 
un capítulo único, titulado “Delitos cometidos por actos de crueldad en contra de 
animales domésticos” (artículos 327-329), en el artículo 327 prevé los actos consi-
derados como crueldad animal y la pena de estos, mientras que en el numeral 328 
enumera el incremento de la pena por caso de reincidencia.

Legislación Administrativa

En materia administrativa podemos encontrar diversas legislaciones que prevén el 
cuidado y protección de los animales:

•	 • Ley General de Vida Silvestre.
•	 • La Ley Federal de Sanidad Animal.
•	 • Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.
•	 • Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México.
•	 • Ley Estatal de Fauna.
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La Procuraduría Ambiental y del Ordenamiento Territorial a nivel Estatal es la en-
cargada de la defensa derechos de los habitantes, el ambiente y los animales.

Proyecto de reforma del artículo 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos

En el 2021, la diputada Julieta Kristal, integrante del grupo parlamentario de MO-
RENA en la LXV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
presentó una iniciativa que contenía el proyecto de decreto por el que se adiciona 
un sexto párrafo al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual es el siguiente: 

Esta Constitución reconoce a los animales como seres sintientes y, por lo tanto, deben 
recibir trato digno, toda persona tiene un deber ético y obligación jurídica de respetar 
la vida y la integridad de los animales; estos, por su naturaleza son sujetos de conside-
ración moral. Su tutela es de responsabilidad común. (Cámara de Diputados, 2021)

Sin embargo, únicamente quedó en iniciativa, pues que no se realizó reforma algu-
na en el artículo 4o. de la suprema legislación mexicana, ya que la materia de ani-
males se encuentra aún en medio ambiente previsto en este mismo artículo; pero el 
medio ambiente es un aspecto y connotación general que necesita precisar el reco-
nocimiento y derecho de los animales a nivel constitucional como un derecho hu-
mano, previsto en el Estado mexicano.

El reconocimiento de los animales como 
familia multiespecie y seres sintientes

El termino de “familia multiespecie” ha surgido en los últimos años para hacer refe-
rencia a aquellas familias que consideran a su mascota como un miembro de esta; 
en ese sentido, deja de ser visto únicamente como tal, y pasa a ser un miembro del 
núcleo familiar, por lo que merece su protección por ésta y por la sociedad en ge-
neral. (Benavides s. f.)

En México, el décimo primer tribunal colegiado en materia administrativa del pri-
mer circuito realizó una tesis aislada en junio de este año (2023). En ésta ya encon-
tramos un primer precedente del término “familia multiespecie”.

A nivel global ya ha habido casos paradigmáticos en el que reconocen a las familias 
multiespecie o el otorgamiento de derechos a animales; en particular a perros como 
los siguientes:

1. Régimen de visitas compartidas de dos perros. Kiara (9 años) y Popeye (6 años), solicita-
da por un ex matrimonio actualmente divorciados Amorina Abascoy, de 47 años, y 
su exmarido, Emmanuel Medina, de 42. El juzgado de familia de San Isidro, mu-
nicipio al norte de Buenos Aires, homologó el entendimiento para que Popoye y 
Kiara se intercambien con Amorina y Emmanuel. El fallo judicial tiene un valor de 
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jurisprudencia. En el país no hay un ordenamiento legal claro que oriente los casos 
de “familia multiespecie”, formada por humanos y animales.

2. En 2015, la justicia argentina consideró “sujeto no humano titular de derechos 
fundamentales” a la orangutana Sandra. Estuvo cautiva en un zoológico de Buenos 
Aires donde se hallaba sola y desde el cual se le trasladó a un santuario en Estados 
Unidos.

3. La dueña de Clifford, el perro que sufre epilepsia, interpuso una tutela alegan-
do que su perro forma parte de su familia para que le dieran la medicación que 
necesita. El concepto de familia multiespecie volvió a generar controversia en las 
leyes de Colombia. Clifford, un schnauzer, ganó un fallo de tutela, la cual lo reconoce 
como miembro de la familia en Colombia. Surgió el concepto de “familia multies-
pecie”. El perro sufre epilepsia, por lo que debe tomar fenobarbital, un fármaco que 
controla los síntomas de la enfermedad. El fenobarbital sólo puede ser distribuido 
por el Fondo Nacional de Estupefacientes. Lin Sofía Lozano Cárdenas, la dueña de 
Clifford, lo compraba en el Fondo Rotatorio, en Tolima. La jueza le dio la razón y 
ordenó a las instituciones suministrarle el fenobarbital al perro en un plazo de 48 
horas.

En México se obtuvo la primera resolución en materia de “familia multiespecie”. La 
que conforman Alicia Romero y Jorge Corral es la primera “familia multiespecie” le-
galmente reconocida en CDMX.

Para lograr ese reconocimiento, los dos miembros humanos de esta familia tuvieron 
que luchar durante tres años. Ellos son propietarios de un refugio para mascotas en 
CDMX que fue clausurado por temas de uso de suelo. Alicia y Jorge apelaron a una 
ley que permite que, sin necesidad de cambiar el uso de suelo, las familias utilicen 
el 20 por ciento de su propiedad como negocio, siempre y cuando este sea operado 
por los integrantes. La pareja argumentó que sus perritos forman parte de su fami-
lia y participan en las terapias de recuperación que se imparten a otros lomitos que 
llegan al refugio. Actualmente, la única vía para lograr el reconocimiento legal de 
una “familia multiespecie” es la que utilizaron Alicia y Jorge; es decir, un amparo ante 
el Poder Judicial.

Reflexiones finales

A lo largo de la presente investigación se puede visualizar que es determinante re-
conocer los derechos de los animales, no sólo como producto de que poseen dere-
chos naturales, sino como un derecho humano cuya base es la dignidad humana 
(como para las personas hoy día), como consecuencia de que, como seres sintientes 
generan emociones y sentimientos que los pueden afectar mentalmente como a los 
seres humanos. Dado que no tienen la capacidad de comunicación como las perso-
nas, son tratados como cosas y se les ejerce crueldad animal, hoy día enunciada en 
diversas legislaciones a nivel internacional. En el caso del Estado mexicano la legis-
lación tiene vacíos en el Código Penal Federal; pero está prevista en las legislaciones 
sustantivas penales estatales y administrativas; sin embargo, la pena y sanción no es 
la idónea para el infractor o el sujeto activo que ejerce crueldad animal.
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Por otro lado, a nivel internacional son necesarios instrumentos de carácter de de-
recho duro (hard law) que sean vinculantes para las personas o Estados que infrinjan 
los derechos de los animales, ya que son seres —y se recalca, no son objetos—. Por 
lo tanto, deben tenerse respeto por su vida. Para ejercer ese respeto y un tratamien-
to igual al de las personas, se debe educar y sensibilizar a la población sobre el cui-
dado, protección y defensa de los animales.
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Es de establecer que se van desarrollando perspectivas en cuanto al derecho 
animal, o bienestar animal; si bien evolutivamente se han ido posicionando 
otras perspectivas como la de género, del interés superior del menor 
y de las personas mayores, o bien, desde la proyección de los derechos 
humanos, el derecho indígena y los derechos de la naturaleza, también va 
estableciéndose la presencia de la cuestión hacia el interés de los animales.

Así entonces, desde los oleajes en cuanto a movimientos sociales, como la revolucio-
nes, que van transformando los paradigmas, se cambian ciclos, además de posicio-
nar otras visiones y utopías, y ello va incidiendo en los contenidos normativos, como 
desde los que se ha abonado de los movimientos feministas e indígenas, y es que van 
dando pauta a ejes que inciden, inclusive, en la construcción social, mismos que en sí 
no deben de ser antagónicos, sino prelativos, complementarios.

Es así como se van configurando corrientes y movimientos también en torno a la 
construcción del interés jurídico de los animales, que podemos ir observando al me-
nos desde dos latitudes, pero que habrá que distinguir correctamente alrededor, de 
lo que podemos leer como bienestar animal o derecho animal, que bien podrían construir 
dos perspectivas instrumentales diversas, como vendrían siendo la perspectiva de bienes-
tar animal, o bien, la perspectiva de derecho animal.

Para explicar la variable de bienestar animal (animal welfare), es importante atender 
al entendimiento de concebir un cuidado, defensa, trato digno, respetuoso y  de pro-
tección hacia los animales, pero ello se ve disminuido hacia un bienestarismo,2 donde se 
prevé disminuir el sufrimiento animal para satisfacer las necesidades humanas; por 
ejemplo, dentro del escenario de industria alimenticia, donde los animales son proce-
sados y tienen como fin el consumo humano, y que incluso existe un marco jurídico 
en la legislación mexicana, donde se utiliza este concepto para poder regular el tra-
tamiento con animales para que su sacrificio sea en condiciones del menor impacto, 
como se ha mencionado.

1   Universidad Iberoamericana, Universidad Nacional Autónoma de México; Universitat de Barcelona. Correo elec-
trónico:  luismartin01@live.com

2   Nava Escudero, Los derechos de los animales. Una visión jurídica, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 
2023, p. 7. https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/15/7205/13.pdf  

Del bienestar animal al derecho 
animal. ¿Cuál es el contenido 

desde el Estado constitucional?

mailto:luismartin01@live.com
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/15/7205/13.pdf
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Esta perspectiva es la que más posicionamiento ha tomado en el desarrollo legisla-
tivo, como hemos referido, y ha tenido incluso un impacto a nivel constitucional, 
aun y cuando se puede observar también el activismo de organizaciones sociales 
para que exista una regulación del procesamiento de los animales para el consumo 
humano con el menor sufrimiento, y van existiendo leyes locales y generales en esa 
dimensión limitante.

Como mencionamos, constitucionalmente ha existido una recién reforma —2 
de diciembre de 2024— hacia los artículos en los artículos 3o., 4o. y 73, frac-
ción XXIX-G, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), los cuales prevén una proyección de construcción legislativa, educación, 
coordinación de esferas competenciales y diseño de políticas públicas en torno al 
bienestar animal. Sin embargo, y de manera crítica, es que se tornaba de mayor 
amplitud el nivel de protección en el texto constitucional, al dejar con mejor espec-
tro de protección la idea de bienestar animal; empero, ello se acota al observar el 
transitorio segundo de dicho proyecto de reforma constitucional, ya que el mismo hace 
notar, que el contenido se basa todavía  en la idea arcaica de reglamentar lo mejor 
posible procesamiento de animales para su prohibición de maltrato en la crianza, 
sacrificio y consumo, y ello podrá ser parte de los alcances de la nueva Ley General 
en materia de Bienestar Animal, que se tiene pendiente por diseñar en la agenda 
legislativa actual.

De manera más amplia, el derecho animal (animal rights), es otra perspectiva que 
viene a dar mejores alcances a los derechos de los animales, puesto que tiene base 
en que los mismos son seres sintientes, con estatus moral, y va hacia la postura de 
que son sujetos de derechos, y ello nos dota de otro tipo de contenido para la pro-
yección constitucional y legislativa, así como el diseño de políticas públicas, mismo 
que permite una mejor nutrición a la compresión de esta perspectiva incluso dentro 
de la construcción de contenido para el Estado constitucional de derecho.

Para explicar más, es de afirmar que, por ejemplo, el hecho de que exista aun la fi-
gura de los espacios conocidos como rastros, regulados todavía por los municipios3 
y que ello sea comprendido como funciones de la cuestión pública, aspecto que debe 
considerarse como fuera de la evolución y alcances que puede alcanzar el diseño de 
Estado constitucional contemporáneo, desde una naturaleza garante en un ampli-
tud holística de los derechos.

Desde estas posturas, va quedando claro que la perspectiva de derecho animal es más 
progresiva que la de bienestar animal, y que es importante sea esta la que este do-
tando de contenido a la cuestión de constitucionalidad, siendo que, tomando en 
cuenta que los mismos son seres sintientes, así como sujetos de derechos.

Debe ser insostenible jurídicamente la premisa de que se regule el sacrificio para 
el consumo, y que ello deba tener un andamiaje institucional municipal, local y fe-
deral; más bien, el deber ser del Estado es entender las prácticas evolutivas sociales 
como las prácticas de alimentación vegetaría/vegana, las cuales prevén mayor sos-

3   Artículo 115, fracción III, de la CPEUM; véanse también la Ley General de Salud, Ley de Ganadería, leyes de 
desarrollo humano, leyes orgánicas, bandos de policía y buen gobierno, y leyes municipales.
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tenibilidad de manera integral, así como mejor impacto ecológico. Además de la di-
námicas de inteligencia emocional, desarrollo humano y espiritual (budismo, vedas, 
Upanishads),  así como paradigmas como la ecología profunda y el geocentrismo que 
han incidido en constitucionalismo andino o latinoamericano.4

Incluso, existen análisis desde una sociología critica de tener como base alimenta-
ria los mecanismos de sacrificio de otros seres vivos y sintientes. Regulado o no, son 
causas de proyección hacia el porqué de la violencia e inseguridad que se vive, entre 
otras degradaciones,5 por lo que el rumbo del Estado constitucional también debe 
virar, más bien, desde la perspectiva del derecho animal hacia otras posibilidades 
de gobernanza.
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Un querido maestro, don José Luis Soberanes Fernández, ha dicho varias veces que, 
si algo refleja el trabajo de investigación de una entidad, si algo deja constancia de 
dicha investigación y permanece en el tiempo, son las obras que publica. El Instituto 
de Investigaciones Jurídicas (IIJ) es una excelente muestra de ello, por la gran canti-
dad de publicaciones que tiene y que se incrementan día con día. Por ello mi interés 
en ir presentando algunas reseñas de las revistas y obras emblemáticas del Instituto, 
que iré dando a conocer en lo sucesivo. En el presente documento se hace un breve y 
general repaso de lo que considero algunos de los proyectos colectivos relevantes en 
el acervo editorial del IIJ.

En la actualidad, el fondo editorial del Instituto, que se ha conformado a lo largo 
de ochenta y cuatro años de existencia, contiene centenares de libros —varios de los 
cuales han tenido segundas o posteriores ediciones, así como reimpresiones—; una 
gran cantidad de números de revistas que se imprimieron en papel y que ahora sólo 
aparecen en formato electrónico; algunas revistas que el IIJ editó durante algunos 
años (y que dejaron de existir), u otras más en las que dejó de ser editor; así como al-
gunas obras jurídicas publicadas como sistemas de información. La enorme cantidad 
de libros y revistas reflejan la amplia y profusa labor de investigación en el Instituto, 
así como la confianza de gran cantidad de autores externos que entregan sus obras 
para que el Instituto lleve a cabo su edición. Aunque se sigue publicando en papel, 
actualmente cada vez más ha cobrado relevancia y se ha dado énfasis y prioridad a 
las publicaciones electrónicas (ya sea en formato PDF o ePub).

El grueso de obras publicadas por el IIJ, como en otras entidades de la UNAM, se di-
viden principalmente en periódicas (revistas) y no periódicas (libros).

Son trece las publicaciones periódicas que hoy edita el Instituto en formato electró-
nico en su portal OJS de revistas (Instituto de Investigaciones Jurídicas (unam.mx)): 
Anuario Mexicano de Derecho Internacional; Boletín Mexicano de Derecho Comparado; Cuestiones 
Constitucionales. Revista Mexicana de Derecho Constitucional; Diálogo Jurisprudencial; Estudios 
en Derecho a la Información; Hechos y Derechos; Mexican Law Review; Problema. Anuario de Fi-
losofía y Teoría del Derecho; Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia; Revista de Derecho 
Privado; Revista Latinoamericana de Derecho Social; Revista Mexicana de Derecho Electoral y Re-
vista Mexicana de Historia del Derecho.

El Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM 

a través de sus publicaciones

R a ú l  M á r q u e z  R o m e r o

https://revistas.juridicas.unam.mx/
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https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-comparado
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales
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https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-informacion
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-informacion
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-derechos
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/mexican-law-review
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/filosofia-derecho
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/filosofia-derecho
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/reforma-judicial
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-privado
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-privado
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-social
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-electoral
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/historia-derecho
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/historia-derecho
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Entre las revistas que alguna vez publicó el IIJ están las siguientes: Anuario Jurídi-
co, dieciocho volúmenes anuales de 1974 a 1991; Anuario jurídico, nueva serie, con 
cuatro volúmenes, de 1994 a 1997; Avance Bibliográfico Jurídico, se publicó de for-
ma mensual de 1991 a 1997, y luego se convirtió en Avance Hemerográfico Jurídico, 
que apareció de forma electrónica; Boletín del Instituto de Derecho Comparado de Méxi-
co, revista cuatrimestral con sesenta números de 1948 a 1967, que posteriormen-
te se convirtió en el actual Boletín Mexicano de Derecho Comparado; Comparative Media 
Law Journal, en el fondo editorial se consigna que se publicó por lo menos de 2003 
a 2006 (siete números); Crítica Jurídica, seis números semestrales de 1992 a 1995; 
Cuadernos del Instituto de Investigaciones Jurídicas, aparecieron dieciocho números, de 
enero de 1986 a diciembre de 1991 (cuatrimestral); Derecho Comparado de la Informa-
ción (algunos números en coedición con diversas entidades, como la Universidad 
Iberoamericana o la Universidad de Palermo), veintiún números semestrales apa-
recidos de enero de 2003 a junio de 2013, que se transformó en la actual Estudios 
en Derecho a la Información; Legislación y Jurisprudencia. Gaceta Informativa, se publicaron 
43 números de forma cuatrimestral correspondientes a enero de 1972-diciembre de 
1984; Gaceta Informativa de Legislación Nacional, en forma bimestral tuvo 29 números 
de enero de 1985 a octubre de 1989; Repertorio Anual de Legislación Nacional y Extranje-
ra, se publicaron en forma anual del I al X, correspondientes a 1958-1967; Repertorio 
Anual de Legislación Nacional, en forma bianual sólo aparecieron los tomos XI y XII, 
entre 1968 y 1971; Revista Latinoamericana de Derecho, en coedición con Rubinzal-Cul-
zoni Editores, semestral, números 1 a 10, de enero de 2004 a diciembre de 2008.

Por lo que toca a libros, hasta 1998 el Instituto había circunscrito sus ediciones de 
libros en series denominadas por letras que iban de la “A” a la “L”; por ejemplo, la 
serie “A”, titulada “Fuentes”, la serie B, “Estudios de Derecho Comparado”, etcé-
tera. A partir de ese año se reestructuraron las series, para lo cual se crearon dos 
grandes colecciones: “Serie Doctrina Jurídica” y “Serie Estudios Jurídicos”, a las 
que posteriormente se sumaría la “Serie Ensayos Jurídicos”. Son las tres series vi-
gentes en este momento.

Es importante señalar que a lo largo de los años la prolífica producción editorial del 
IIJ ha contado con el apoyo de diferentes editoriales privadas, de diferentes entida-
des públicas, así como de extranjeras, con las cuales se han efectuado un sinnúmero 
de coediciones.

Entre las obras emblemáticas, institucionales o proyectos colectivos importan-
tes destacan los siguientes, mencionadas en orden alfabético (no es una relación 
exhaustiva):

•	 Actas constitucionales mexicanas 1821-1824: con estudio preliminar de José Barra-
gán Barragán.

•	 Cien ensayos para el centenario. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
2017, en cuatro tomos; 1, Estudios históricos; 2, Estudios jurídicos; 3, Estudios 
económicos y sociales, y 4, Estudios políticos.

•	 Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Mate-
ria Federal comentado: alcanzó cinco emisiones en 1998, en coedición con Miguel 
Ángel, Se produjo en seis tomos: I, Libro primero, De las personas; II, Libro 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/resultados?ti=Anuario+Jur%C3%ADdico
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segundo, De los bienes; III, Libro tercero, De las sucesiones; IV, Libro cuarto, 
primera parte, De las obligaciones; V, Libro cuarto, segunda y tercera partes, 
De los contratos; VI, Índices analítico y general.

•	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comentada: ya cuenta con vein-
tiún ediciones, varias de ellas en coedición con Porrúa y la última en coedición 
con el Instituto de Estudios Constitucionales de Querétaro (aquí el vínculo de 
la edición más reciente).

•	 Constituciones de México (colección): apareció un fascículo por Constitución de 
cada estado de la república mexicana, en 1995, en coedición con el Fondo de 
Cultura de México.

•	 Constituciones Latinoamericanas: que apareció en 1994 en coedición con el Fon-
do de Cultura Económica, comprendió veintiún fascículos con cada una de las 
Constituciones de Latinoamérica, más un volumen con el estudio preliminar de 
Humberto Quiroga Lavié.

•	 Cuadernos Constitucionales México-Centroamérica (colección): en coedición con el 
Centro de Estudios Constitucionales México-Centroamérica y la Corte de 
Constitucionalidad, República de Guatemala, que inició en 1992 y concluyó en 
2003, con un total de cuarenta y un títulos.

•	 Decisiones relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: serie publicada entre 
2005 y 2018 alcanzó más de cien volúmenes, en coedición con la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación.

•	 Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus Constituciones: en coedición con 
Miguel Ángel Porrúa. (La liga corresponde a la novena edición, conmemorativa 
del Centenario de la Constitución de 1917, publicada en 2016).

•	 Diccionario jurídico mexicano: cuya primera edición fue sólo por el Instituto y las 
posteriores ediciones y reimpresiones en coedición con Porrúa (el vínculo co-
rresponde a la primera edición en ocho tomos, que se editó entre 1982 y 1984, 
única que se encuentra en la Biblioteca Jurídica Virtual).

•	 Diccionario razonado de legislación civil, penal, comercial y forense: de Joaquín Escriche, 
con citas del derecho, notas y adiciones por Juan Rodríguez de San Miguel, y 
que contó con la edición y estudio introductorio de María del Refugio Gonzá-
lez; la primera edición por el IIJ y la segunda en coedición con Miguel Ángel 
Porrúa. (La que se encuentra en la Biblioteca Jurídica Virtual es la titulada Dic-
cionario razonado de legislación y jurisprudencia, publicado en 1851).

•	 El abogado mexicano, historia e imagen: de Francisco Arturo Schroeder Cordero, en 
coedición con el Gobierno del Estado de Guerrero, que hace un espléndido re-
corrido histórico y gráfico de la actividad jurídica en México, desde la época 
prehispánica hasta 1992, fecha en que se publicó la obra.

•	 El derecho en México. Una visión de conjunto: publicada en 1991, en tres tomos.
•	 Enciclopedia Jurídica Latinoamericana: en coedición con Porrúa, en 2006, consta 

de diez tomos. Ese mismo año también apareció en Argentina la coedición con 
Rubinzal Culzoni Editores.

•	 Enciclopedia Jurídica Mexicana: publicada en doce tomos y un anuario en coedi-
ción con Porrúa, en 2004.

•	 Introducción al derecho mexicano: cuya primera edición fue por el IIJ y luego tuvo 
una segunda con La Gran Enciclopedia Mexicana.

•	 Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales (colección): publicada 
con el apoyo editorial de la Dirección General de Publicaciones y Fomento Edi-
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torial y con la participación de varias entidades académicas de la UNAM, así 
como de diversas entidades académicas y públicas.

•	 Nuestros derechos (colección): en coedición primero con la Cámara de Diputados, 
luego con el Instituto Politécnico Nacional, posteriormente con la Dirección 
General de Publicaciones y Fomento Editorial de la UNAM, y por último con el 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México.

•	 Panorama del derecho mexicano: en dos volúmenes, publicado en 1975. Puede decir-
se que es uno de los primeros proyectos colectivos del IIJ, que apareció con el 
sello del entonces Instituto de Derecho Comparado.

No se puede dejar de mencionar las obras de aniversario del IIJ, que dan cuenta de 
la historia del Instituto. Tenemos las siguientes, en orden cronológico: la editada 
por Niceto Alcalá-Zamora y Castillo, XXV aniversario del Instituto de Derecho Comparado 
de México (1940-1965), publicada por el Instituto de Derecho Comparado en 1966; 
XL Aniversario del Instituto de Investigaciones Jurídicas, en 1980; Cincuenta aniversario del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1940-1990, en 1990; Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas. Sexagésimo aniversario, publicada en 2000; Testimonios y remembranzas acerca del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas. 75 años, en 2015, y por último en 2020, año de la 
pandemia, Jurídicas, 80 años de identidad.

No cabe duda que, a lo largo de décadas, el IIJ ha forjado un gran legado bibliográ-
fico a través de sus publicaciones. Un vistazo a todas ellas nos permite comprender 
su evolución e historia. Mediante ellas el IIJ ha cumplido y seguirá cumpliendo una 
de sus principales misiones: la enseñanza y la difusión de la cultura jurídica.
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Se ha argumentado que la sostenibilidad es, en este minuto, una 
tarea ineludible e imperativa para las políticas públicas nacionales e 
internacionales. Desde el Acuerdo de París de 2015, las Naciones Unidas 
han logrado plasmar la voluntad —por lo menos formalmente— de 190 
países, los cuales comprometieron sus políticas públicas en torno a los 17 
objetivos de desarrollo sustentable, los cuales abarcan la concreción de un 
desarrollo sustentable, que se expresa en tres variables:

1) La sustentabilidad económica, que supone apoyar las economías alternas, verdes 
y ecológicas, fincadas en la gradual sustitución de las energías fósiles por energías 
limpias, y propiciar la producción industrial y de servicios, bajo criterios de residuos 
mínimos, propiciando el ahorro hídrico y dándole valor a los insumos y componentes 
de los productos y servicios.

2) En cuanto a la sostenibilidad social, implica que la disminución de residuos no sólo 
apunte a una disminución de costos, sino que abra perspectivas de nuevos empleos 
y de espacios, para las pequeñas y medianas empresas, incluyendo los sectores de la 
economía informal.

3) La sostenibilidad ambiental, bajo el principio de que el que contamina paga, se 
deba proteger la naturaleza y el ambiente, con criterios no sólo cuantitativos, sino 
cualitativos, desterrando en nosotros los consumidores, las mercadotecnias, mercanti-
les y pragmáticas, e incorporando a consumidores responsables con la biodiversidad, 
la descarbonización y la eliminación de gases de efecto invernadero. 

En dicho contexto, la economía circular es un expediente que, surgido en el siglo pa-
sado, por economistas como Kenneth Boulding, ha ido ganando terreno en Asia, con 
Japón y China, y en la Unión Europea, a través de variadas directivas y regulacio-
nes nacionales. En esta tendencia, es interesante señalar, como fuentes del derecho 
económico circular, la ley de planificación de economía circular de china de 1995, y 
el reciente Código Civil chino de 2021, que incorpora instituciones de los contratos 
privados a las obligaciones de circularidad y sustentabilidad, interesantes para los es-
tudios comparados. Últimamente Italia, en su código ambiental, agrega la responsa-
bilidad extendida de productores bajo criterios sancionadores, y el Código Penal de 
Chile adiciona los delitos ambientales al catálogo de los delitos económicos.

Una economía circular, en el 
contexto de los límites del planeta

J o r g e  W i t k e r  V e l á s q u e z

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/witker
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En esta visión jurídica comparada, destaca una iniciativa constitucional ciudadana 
de Suiza, que postuló a nivel de su texto constitucional la noción de pugnar por una 
economía responsable, que respete los límites del planeta (iniciativa para la responsabi-
lidad medio ambiental), y con ello se busca que, las actividades económicas en Sui-
za, no consuman más recursos ni emita más contaminantes de los que la naturaleza 
puede regenerar. Esta iniciativa fue rechazada por un 70 % de su parlamento y que 
logró un apoyo sólo del 30 %.

Esta experiencia que muestra un relativo fracaso creemos que refleja indicadores 
que se observan a nivel global en cuanto al uso generalizado de las energías fósiles, 
ante la emergencia de las energías alternativas o verdes, lo que demuestra que, aun 
en materia de conocimiento del problema ambiental y del trabajo, queda por hacer 
como sociedad civil, así como consumidores responsables; debemos desarrollarlos 
en todos los lugares donde se permita manifestar estas situaciones. 

Ahora bien, en la posición de los ambientalistas suizos, señalan que en Europa en 
general, en el contexto del avance del ecodesarrollo, han ido surgiendo dos corrien-
tes opuestas: a) la economía de los recursos naturales y del medio ambiente, que 
sigue la lógica liberal en donde la naturaleza es un subsistema económico que con 
tecnología y crecimiento, es posible sustituir al capital natural, y b) la economía 
ecológica, que tiene por objetivo preservar la naturaleza, considerando la economía 
como un subsistema natural de enfoques sistémicos ecológicos, basado en el princi-
pio de entropía de la termodinámica.

Ambas teorías parten del enfoque fincado en la relación actividad económica-pro-
ductiva versus naturaleza, diferenciándose de la visión utilitaria de los recursos na-
turales en general, como insumos reemplazables con las tecnologías e innovaciones; 
por ejemplo, el reciclaje, para los residuos industriales o tecnológicos. En cambio, 
la otra visión ubica a la naturaleza como parte integrante de una entropía capaz 
de auto regenerarse; por ejemplo, la biomasa, derivada de los residuos orgánicos. 
Teniendo presente estas dos visiones, se ha logrado articular un concepto de eco-
nomía circular que podríamos concentrar —genéricamente— en tres premisas o 
características que están presentes a nivel de la reflexión, y del propio derecho com-
parado económico circular y ambiental:

a) Desacoplar —separar— las cadenas productivas y de valor de los recursos natu-
rales vírgenes, por escasez o finitud.

b) Diseñar y producir bienes y servicios, que procuren disminuir y prevenir al míni-
mo los residuos y desechos en general.

c) Inducir y difundir los hábitos de consumo responsable necesarios, rechazando las 
obsolescencias programadas.

Estos principios son los que orientan las directrices entre empresas y las legislacio-
nes vigentes en México.
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En síntesis, la economía circular es un modelo de producción y consumo que impli-
ca compartir, alquilar, reutilizar, reparar, renovar y reciclar materiales y productos 
existentes todas las veces que sea posible para crear un valor añadido. De esta for-
ma, el ciclo de vida de los productos se extiende.

En México, el derecho económico circular, reconocido en los artículos 4o., 25, 27 
y 73 de la carta fundamental, se encuentra estructurado en torno a las dos leyes 
torales al respecto, como son la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección 
al Ambiente (1988) y la Ley General de Prevención y Gestión Integral de Residuos 
(2003), a las que se suman ocho leyes de economía circular de las entidades federa-
tivas y numerosas normas oficiales mexicanas; en el ámbito internacional se suman 
los convenios de Basilea, Estocolmo y por supuesto el Acuerdo de París de 2015, 
formando todos un cuerpo normativo que regula varios sectores de la economía na-
cional, denominada como la estructura metabólica de la economía mexicana, com-
puesto por un sector primario (agricultura, ganadería, minería y forestal); un sector 
secundario, formado por la industria manufacturera y la construcción, y un sector 
terciario de servicios, formados por turismo, comercio, virtual y físico, sector este 
que consumen lo que se realiza en los otros dos sectores de la economía mexicana, 
la que se concentra en un 80 % de la población en centros urbanos generadores de 
residuos orgánicos, tecnológicos o industriales.

Finalmente, conviene señalar que una ley de economía circular para toda la fede-
ración se encuentra estancada en el Congreso, en espera de que los productores 
acuerden los compromisos y obligaciones para enfrentar el cambio climático, que 
ya ha producido estragos en las costas y terrenos de sembradíos o forestales a lo lar-
go del territorio nacional.
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La prueba de nuestro progreso no es si añadimos más 
a la abundancia de quienes tienen mucho, sino si pro-
veemos lo suficiente a quienes tienen demasiado poco.

Franklin D. Roosevelt

El tratado entre México, Canadá y Estados Unidos (T-MEC) busca brindar 
mayor certeza y transparencia al intercambio de mercancías con el fin de 
facilitar e impulsar los procesos comerciales. 

Entre sus objetivos centrales destacan la creación de un marco estable para el comer-
cio trilateral, la promoción de cadenas de suministro, la eliminación de los aranceles 
a las exportaciones, el incremento de la diversidad de bienes de consumo disponibles 
y los derechos laborales. No obstante, tras cuatro años de su implementación, ha evi-
denciado asimetrías estructurales que colocan a México en una posición de desven-
taja. Estas desigualdades, lejos de ser problemas aislados, se entrelazan con modelos 
económicos divergentes, capacidades institucionales dispares y, de manera crítica, 
con políticas fiscales que profundizan la brecha competitiva.

Con esto nos referimos a que existe un problema estructural que no se detiene, sino 
que empeora e incrementa la brecha económica de los países en vías de desarrollo. 
Aun cuando “Esta región [América del Norte] representa el 30 % del PIB global con 
más de 500 millones de personas y genera un comercio que equivale a 3.1 millones 
de dólares por minuto”,1 estas cifras ocultan desequilibrios críticos, como la falta de 
mecanismos de coordinación tributaria y la ausencia del combate a la elusión y eva-
sión fiscal, lo que permite que Estados Unidos implemente estrategias unilaterales de 
atracción de capitales. Dos ejemplos emblemáticos ilustran esta dinámica:

•	 La Tax Cuts and Jobs Act (TCJA) de 2017, que redujo la tasa impositiva corporativa 
estadounidense del 35 % al 21 %, frente al 30 % vigente en México, donde se in-
centiva el traslado de utilidades de empresas multinacionales hacia jurisdicciones 
con menor carga fiscal.

•	 La CHIPS and Science Act de 2022, que destina 52,000 millones de dólares en 

1   Economía ve en renegociación del T-MEC oportunidad para crecer comercio con EU. Expansión. https://expan-
sion.mx 

T-MEC y desigualdad fiscal: los desafíos 
de un tratado en un mundo desequilibrado
Incentivos fiscales mexicanos vs. políticas 

de EE. UU. ¿Cooperación o guerra tributaria?

A h m e d  M o r a l e s  V .
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subsidios a la producción de semiconductores en Estados Unidos (Congreso de 
EE. UU., 2022), junto con la ausencia de políticas mexicanas similares en sec-
tores estratégicos.

Con base en lo anterior, el objetivo final es contribuir al debate jurídico-económico 
sobre cómo reconfigurar el T-MEC hacia un modelo de cooperación fiscal genuina, que 
priorice la equidad tributaria y el desarrollo sostenible en América del Norte, sin 
que la política fiscal se convierte en un campo de batalla desigual.

A raíz de las acciones implementadas por Estados Unidos, México, ha intenta-
do atraer inversión mediante incentivos como la Zona Libre de la Frontera Norte 
(2019) donde, con base en el decreto de estímulos fiscales de la región fronteriza 
norte publicado en 2018, se buscó que los beneficios fiscales se orientaran a mejo-
rar la competitividad, reactivar la economía, elevar los ingresos, mayor bienestar y 
mayor recaudación y atracción de mayor inversión, y generación de riqueza, todo 
esto con una reducción del IVA —al 8 %— y el ISR, al —20 %— en 43 munici-
pios. No obstante, resultados como la falta de coordinación entre dependencias y 
la carencia de indicadores para medir su desempeño han sido debilidades que han 
resaltado por encima de los resultados positivos, todo lo anterior de la mano con 
deficiencias en el diseño, implementación y evaluación. La Auditoria Superior de 
la Federación (ASF) en la “Auditoria de desempeño 2021-0-10100-07-0256-2022”, 
señalo que: “Las áreas de oportunidad en la planeación no sólo están en la caren-
cia de un objetivo uniforme, sino que también en contar con elementos formales de 
rendición de cuentas”.2

Avocándonos a la materia fiscal, es menester mencionar que también precisó que: 

En el Decreto de estímulos fiscales de la región fronteriza norte 2018 se estableció que 
la implementación de dichos estímulos busca: “mayor recaudación fiscal”. Al respecto, 
sólo en el caso del ISR, se registró una mayor recaudación fiscal, ya que en el periodo 
2018-2021 se registró un incremento de 19.9 %, debido a que 33 de los 43 municipios 
registraron aumentos en la recaudación. Sin embargo, en el caso del IVA, la recauda-
ción disminuyó 12.0 %, ya que en 30 de los 43 municipios fronterizos la recaudación 
fiscal registró decrementos.3

Al analizar la estrategia fiscal de la Zona Libre de la Frontera Norte, podemos com-
prender las diferencias estructurales y marcadas que reflejan dos sistemas jurídicos 
y sociales completamente distintos, donde desde la implementación ya podíamos 
observar fallas estructurales, comprendiendo que esta “batalla o recaudación fiscal” 
es mucho mas compleja de lo que pensamos, porque no sólo hablamos de reformas 
por parte de EE.UU., sino también de la poca o nula capacidad del Estado mexica-
no por combatir de manera integral estas problemáticas. 

Para agregar complejidad al problema, anteriormente habíamos señalado dos 

2   Auditoría Superior de la Federación [ASF]. (2021). Informe del resultado de la fiscalización superior de la cuenta 
pública 2021. Auditoría 2021-0-256 (Servicios de comunicación social y otros relacionados con la imagen institu-
cional). https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2021c/Documentos/Auditorias/2021_0256_a.pdf

3   Auditoria de desempeño No. 256. https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2021c/Documentos/Audito-
rias/2021_0256_a.pdf
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problemas: 

1. Reformas unilaterales por parte de EE. UU, sin tener en cuenta las asimetrías o 
implicaciones fiscales de estas. 

2. La poca o nula planeación de estrategias fiscales por parte de México

No obstante, para poder entender la complejidad del problema, se mencionan los 
siguientes elementos: 

•	 Relacionado con el primer ejemplo (TCJA), en el que podemos analizar como 
Estados Unidos no es el único beneficiario, las corporaciones transnacionales se han 
vuelto aliadas y actoras con mayor poder, donde la elusión fiscal y los vacíos legales 
privan de miles de millones al Estado mexicano. 

•	 El T-MEC excluye cláusulas vinculantes para combatir prácticas de elusión 
fiscal transfronteriza, dando prioridad a un marco regulatorio débil y permisivo en 
materia tributaria.

•	 Desvinculación y no regulación de precios de transferencia.

Al sumar estos factores, el T-MEC no sólo consolida un modelo de dependencia 
económica que privilegia los intereses de actores corporativos globales, sino que de-
bilita estructuralmente la soberanía tributaria de México, su capacidad para finan-
ciar políticas públicas y garantizar equidad fiscal.

A pesar de que el T-MEC no es un instrumento contra la elusión fiscal, la exclusión de 
cláusulas vinculantes en contra de esta práctica fortalece la brecha y los abusos a 
países en vías de desarrollo. En este sentido, la CEPAL ha insistido en la necesidad 
de promover estrategias de financiamiento para el desarrollo en beneficio de los 
países de renta media de la región, porque las consecuencias son desastrosas; se estima 
que en el año 2018 en América Latina y el Caribe la evasión del impuesto sobre 
la renta y del impuesto sobre el valor agregado dio como resultado una pérdida de 
325,000 millones de dólares, lo que equivalía al 6.1 % del PIB (CEPAL, 2020d). A 
su vez, la CEPAL coincide en que

Las estimaciones sobre los flujos financieros ilícitos de la región provenientes de la ma-
nipulación de los precios del comercio de bienes sugieren que una proporción significa-
tiva de esos flujos está asociada a productos que forman parte de las cadenas globales 
de valor, lo que apunta a posibles abusos relacionados con los precios de transferencia. 
(CEPAL, 2016a)

En este contexto, y como señalamos con anterioridad, la intervención de nuevos 
actores con ayuda de países desarrollados ha ocasionado perjuicios en los sistemas 
tributarios de los países menos favorecidos, donde la erosión de la base fiscal y la elusión 
transfronteriza son las consecuencias más visibles; consecuencias que no son únicas o ais-
ladas y que traen consigo más problemas. En consecuencia, se debería poner en la 
mesa soluciones que transformen y regulen un mundo que aparenta por naturaleza 
ser injusto, aunque no necesariamente deba ser así. 

En conclusión, en aras de entrar al debate jurídico-económico, a mi juicio se debe vi-
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sibilizar el problema, aunque el T-MEC no es un Tratado en materia tributaria y 
su enfoque es comercial, se debe fortalecer las políticas fiscales, estableciendo foros 
especializados y figuras como: 

•	 Principal Purpose Test de la OCDE, que niega los beneficios tributarios si el prin-
cipal propósito de una transacción es elusivo.

•	 Combate BEPS proyecto de la OCDE y el G20 para combatir la erosión de base 
imponible y el traslado de beneficios por multinacionales. 

Esto, junto con un intercambio automático de información fiscal entre los distintos países y 
sistemas financieros, podría ser el inicio de un cambio, donde se vele por la justicia 
tributaria entre naciones y socios comerciales, cuyo eje sea la cooperación y no las 
represalias o amenazas. 

México tiene una doble misión si quiere empezar a cambiar esta situación; debe 
trabajar tanto en el ámbito internacional con sus socios, como en el nacional, don-
de aprenda de sus políticas fiscales anteriores, fortalezca el SAT para que pueda 
auditar precios de transferencia, innove aun más la  fiscalización con inteligencia 
artificial y tome en cuenta las observaciones que hace la Auditoria Superior de la 
Federación, con el fin de no repetir errores que vienen desde la planeación, asegu-
rándose de buenas políticas fiscales.

Finalmente, el T-MEC no será un motor de desarrollo para México mientras ig-
nore que la justicia tributaria es la piedra angular de toda integración y desarrollo 
económico. Sin cooperación fiscal, el tratado será recordado como un cómplice insti-
tucionalizado de la desigualdad global, donde el más fuerte se impone y somete a su 
“aliado comercial”.

México hoy enfrenta un dilema existencial: ¿cómo competir en un mundo desigual 
que premia a aquellos que tienen más poder? La respuesta no está en imitar sub-
sidios billonarios o confrontar sin diplomacia a un gigante de la economía, sino en 
saber renegociar las reglas del juego.
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R i c a r d o  M a r í n  M a c í a s 1

“Éstos son mis principios, 
pero si no le gustan, tengo otros”.

Groucho Marx

En México, durante los estudios de licenciatura en derecho, es común abordar el 
tema de los principios jurídicos desde el punto de vista de la aplicación del derecho po-
sitivo. Posteriormente, algunos estudios de posgrado en derecho retoman su análisis 
desde el punto de vista de la teoría y filosofía jurídicas. Es entonces cuando surge en-
tre los estudiantes una pregunta, pocas veces aclarada: ¿aquellos principios aludidos 
por Ronald Dworkin —entre otros iusfilósofos— son los mismos principios generales del 
derecho que indica nuestra Constitución, o estamos en presencia de materiales diferen-
tes? El presente texto intentará resolver esta interrogante.

Para empezar, el término principio es polisémico, por lo que podemos distinguir tres 
significados en el contexto de la ciencia, como: a) principios lógicos; b) principios científicos 
y c) principios jurídicos.

Por una parte, los principios lógicos son proposiciones verdaderas e inmediatas. Aris-
tóteles los sistematizó en su libro Metafísica y los denominó primeros principios por 
ser afines “a todos los procedimientos del razonamiento”.2 Estos son los principios 
de identidad, de no contradicción y de tercero excluido.3 Además, “existen otros pri-
meros principios, como el principio de inteligibilidad, de finalidad, de causalidad, de 
razón suficiente,”4 de índole filosófico. Gottfried Leibniz adicionó este último en el 
siglo XVIII.5

1   Agradezco a la Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e Innovación (SECIHTI) por el apoyo como be-
cario del Programa de Posgrado en Derecho de la UNAM. https://orcid.org/0009-0006-5365-144X Correo elec-
trónico: 409037021@derecho.unam.mx.

2   Aristóteles, Metafísica, 15a. ed., ed. de Francisco Larroyo, México, Porrúa, 2002, p. 72, nota 11.
3   El principio de identidad enuncia: todo es idéntico a sí mismo; el de no contradicción: dos proposiciones contradic-

torias no pueden ser a la vez verdaderas, y el de tercero excluido: cualquier cosa es o no es, no cabe término medio. 
Ibidem, pp. 71-106.

4   Gutiérrez Sáenz, Raúl, Introducción a la lógica, 29a. ed., México, Esfinge, 1994, p. 175.
5   El principio de razón suficiente establece: “Ningún hecho puede ser verdadero o existente y ninguna enunciación 

verdadera, sin que de ello haya una razón bastante para que sea así y no de otro modo”. Dicho de otra manera: 
todo tiene una explicación suficiente. Véase Leibniz, Godofredo G., Monadología, ed. de Francisco Larroyo, México, 
Porrúa, 1977, p. 392.

Los principios científicos, principios 
jurídicos y principios generales del 

derecho en la teoría y práctica
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Por otra, los principios científicos o axiomas6 son proposiciones que han sido demostra-
das —y, por lo tanto, certezas— para un campo específico del conocimiento cientí-
fico; esta es la diferencia con los principios lógicos, de alcance generalizado. En este 
sentido, son puntos de partida para la generación de nuevo conocimiento. Por ejem-
plo, en la física hallamos los principios del movimiento o el de conservación de la energía. 
Por último, los principios jurídicos o principios generales del derecho corresponden a los 
principios científicos propios de la ciencia jurídica. Todo principio jurídico es científico, 
pero no todo principio científico es jurídico. 

Técnicamente, una parte de la doctrina define a los principios en contraste con las 
normas jurídicas.7 Mientras éstas son mandatos vinculatorios con una estructura 
lógica, contenido determinado, dinámicas y con jerarquía entre ellas; los principios 
también son mandatos exigibles, pero de contenido indeterminado, abstractos, sin 
jerarquía entre ellos, susceptibles de ponderación y dinámicos,8 además de que con-
tienen valores. En adelante, al utilizar el término principio, lo haremos conforme a 
este significado.

En adición a lo anterior, los valores  —o directrices, en la teoría dworkiniana—9 son 
un estándar que también debe ser observado pero que reposa en un objetivo políti-
co, económico o social. Los valores son el centro de los principios jurídicos y estable-
cen la relación entre éstos y el derecho natural.10 “Todo principio contiene un valor 
pero no todo valor configura un principio jurídico exigible (como la amistad).”11 
Asimismo, existen diversas clasificaciones de los principios jurídicos, tales como:12

•	 Principios generales del derecho público (v. gr. separación de poderes), privado (v. 
gr. los pactos se cumplen) y social (v. gr. solidaridad).

•	 Principios generales de primer grado (v. gr. pro persona) y segundo grado (v. gr. ante la 
duda, en favor de la libertad). También denominados principios y subprincipios 
en el sentido de que éstos derivan de aquéllos.

6   Aristóteles, Tratados de lógica (El Organón), 15a. ed., ed. de Francisco Larroyo, México, Porrúa, 2016, p. 230.
7   Otra parte sostiene que, “la norma es el género y los principios y las reglas son normas en cuanto fijan una orien-

tación para la acción o para el juicio”. Cassagne, Juan Carlos, Los grandes principios del derecho público, Argentina, 
Ediciones Olejnik, 2019, p. 45, nota 73. En tanto que, para Rodolfo Vigo, las reglas son el género que engloba a 
los principios y las normas stricto sensu. Cfr. Vigo, Rodolfo L., El iusnaturalismo actual. De M. Villey a J. Finnis, México, 
Fontamara, 2003, p. 131, nota 77.

8   En relación con el rasgo dinámico de los principios jurídicos, Juan Carlos Cassagne concluye que éstos en realidad 
son estáticos (lo que coincide con los principios científicos como certezas), mientras que los paradigmas e institucio-
nes jurídicas son dinámicas. Desde una perspectiva opuesta, sostenemos que en el siglo XXI algunos principios 
han sido superados por el desarrollo tecnológico. Piénsese por ejemplo en el principio de derecho familiar “la 
madre siempre es conocida”, decantado desde el derecho romano (mater semper certa est), el cual ponemos en entre-
dicho a la luz de la maternidad subrogada puesto que, en algunos casos, las partes podrían cuestionar quién es, 
jurídicamente, la madre, a pesar de tener certeza de quién sobrellevó el parto. Por esta razón, los principios jurídicos 
ahora también comparten con los paradigmas e instituciones el rasgo de ser dinámicos. No obstante, desde el en-
foque de Cassagne, es válido argumentar que el principio “la madre siempre es conocida” continúa estático y lo 
que ha transmutado es la institución de la maternidad (esa sí, de carácter dinámico). Veáse Cassagne, Juan Carlos, 
op. cit., pp. 53 y ss.

9   Para Dworkin, los principios y directrices son especies del género estándares. Véase Dworkin, Ronald, Los derechos 
en serio, trad. de Marta Guastavino, España, Ariel, 2012, pp. 72-80.

10   Cfr. Cassagne, Juan Carlos, op. cit., pp. 55 y 56.
11   Ibidem, p. 56.
12   Ibidem, capítulo I.
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•	 Principios del derecho natural (v. gr.  justicia y equidad) y del derecho positivo (v. 
gr. legalidad).

•	 Principios generales (v. gr. dignidad), especiales (v. gr. ningún delito, ninguna pena 
sin ley previa), institucionales (v. gr. tutela judicial efectiva) y sectoriales (v. gr. 
buena administración).

En cuanto a esta última clasificación, por lo que refiere a los principios generales, como 
su nombre lo indica, pueden aplicarse en diversas áreas del derecho.13 En cambio, 
los principios especiales sólo pueden aplicarse en algunas. Así, hay principios especiales 
de derecho civil, penal, familiar, administrativo y constitucional; luego, los principios 
constitucionales son una especie del género principios jurídicos.

Sin embargo, para el derecho mexicano, “[l]os principios enunciados en la Cons-
titución no pueden encuadrarse entre aquellos principios generales del Derecho, 
[puesto que éstos] sólo pueden aplicarse en defecto de la ley y la costumbre,”14 con-
forme a lo instituido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y en el Código Civil Federal.15

Esta discrepancia atiende a la jerarquía que ocupan los principios generales del derecho 
en un orden jurídico determinado, que está sujeto a una tendencia de interpreta-
ción jurídica hegemónica entre los operadores jurídicos (por ejemplo, iusnaturalista 
o iuspositivista). He aquí donde entra el elemento humano en la interpretación y 
práctica del derecho.

Desde el punto de vista de la “nueva escuela del derecho natural”, los principios ge-
nerales del derecho “conforman un sistema de fuentes que se completa con las normas 
positivas y no al revés”.16 Siguiendo esta escuela, si los principios jurídicos son la base y 
fundamento del orden normativo, éste encuentra dicha base más allá de lo que está 
escrito en las leyes; en otras palabras, en el fundamento de los principios jurídicos, que 
son los principios morales.17 

En contraste, el iuspositivismo sostiene que sólo las normas jurídicas son la base y 
fundamento del orden normativo.18 Conforme a esta tendencia de interpretación 
jurídica, los principios operan sólo ante vacíos o silencios normativos, como lo ins-
tituye la Constitución federal mexicana, lo que resulta contradictorio en un orden 
jurídico que al mismo tiempo reconoce la preeminencia de principios jurídicos, como 
el pro persona.

Entonces ¿los principios a los que aluden las constituciones son los mismos que es-

13   Ibidem, p. 54.
14   Sánchez Vázquez, Rafael, Los principios generales del derecho y los criterios del poder judicial de la federación, México, Po-

rrúa, 2004, p. 95.
15  “Art. 14.- ...En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación 

jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho”. Art. 14, Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfOrdenamientoDetalle.
aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimF2GBqLlBhDXeRMPBmjmLw1Rf7RXL7aTkEWdpXyM/L0Z (fecha de 
consulta: 19 de marzo de 2025).

16   Cassagne, Juan Carlos, op. cit., p. 49.
17   Ibidem, pp. 52 y 53.
18   Ibidem, 56 y 57.

https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfOrdenamientoDetalle.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimF2GBqLlBhDXeRMPBmjmLw1Rf7RXL7aTkEWdpXyM/L0Z
https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfOrdenamientoDetalle.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimF2GBqLlBhDXeRMPBmjmLw1Rf7RXL7aTkEWdpXyM/L0Z
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tudia la ciencia jurídica o la filosofía del derecho? La respuesta es en sentido afir-
mativo. Del mismo modo en que los principios físicos son los mismos que las agencias 
espaciales ponen en práctica al enviar un cohete al espacio, los principios jurídicos —
incluyendo los constitucionales— sobre los que reflexiona la filosofía del derecho y 
que estudiamos en el plano teórico, son los mismos que usan los legisladores y jue-
ces en los planos normativo y fáctico. 
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G é n e s i s  C o r n e l i o  C e r i n o 1 

El reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes en México es una 
realidad que lastima a nuestra sociedad; que tiene heridas en las fibras más 
sensibles de las familias. Diversos informes de la Red por los Derechos de la 
Infancia en México mencionan que, en el año 2020, entre 145,000 y 250,000 
niñas, niños y adolescentes en México estaban en riesgo de ser reclutados 
o utilizados por grupos delictivos. Siete estados concentraban el 55 % de 
esta población: Estado de México, Jalisco, Chiapas, Puebla, Guanajuato, 
Veracruz y Michoacán. Los estados con más casos eran Estado de México 
(hasta 24,227), Jalisco (hasta 21,521) y Chiapas (hasta 20,346).2

En México, la autoridad responsable de visibilizar, legislar y atender problemáticas 
actuales es el Congreso de la Unión, integrado por la Cámara de Diputados y la Cá-
mara de Senadores. Desde el año 2022, en el marco de la LXVI Legislatura, se pre-
sentaron un total de 21 iniciativas dirigidas a distintos ordenamientos jurídicos con el 
objetivo de conceptualizar, tipificar y sancionar este delito. De éstas, 5 corresponden 
a la LXVI Legislatura, 14 a la LXV Legislatura y 2 a la LXIV Legislatura, reflejando 
un creciente interés en realizar acciones legislativas para su prevención y atención.

Derivado de la búsqueda en el portal del “Sistema de Información Legislativa”,3 se 
identificaron datos sobre el número de iniciativas presentadas por los distintos gru-
pos parlamentarios en el Congreso de la Unión durante las legislaturas LXVI, LXV 
y LXIV. En total, el Partido Acción Nacional (PAN) presentó 9 iniciativas, seguido 
por MORENA con 6, y el Partido de la Revolución Democrática (PRD) con 2. Por 
su parte, el Partido Revolucionario Institucional (PRI), el Partido del Trabajo (PT), el 
Partido Verde Ecologista de México (PVEM) y Movimiento Ciudadano (MC) regis-
traron una iniciativa cada uno.

Las propuestas legislativas han buscado modificar diversas leyes reglamentarias con 
el objetivo de conceptualizar, tipificar y sancionar el reclutamiento forzado de ni-

1  Licenciada en derecho por la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco; especialista en derechos humanos por la 
Universidad Nacional Autónoma de México. Correo electrónico: corcergenesis@gmail.com

2   REDIM, Niñez reclutada por agrupaciones delictivas en México, Blog de la Red por los Derechos de la Infancia en México, 
2021. https://blog.derechosinfancia.org.mx/2021/12/07/ninez-reclutada-por-agrupaciones-delictivas-en-mexico

3   Secretaría de Gobernación, Normateca del Sistema Integral de Información Legislativa, México. https://nsil.go-
bernacion.gob.mx/

Análisis de las propuestas legislativas 
para la tipificación del reclutamiento forzado 

de niños, niñas y adolescentes por el narcotráfico 
en México

mailto:corcergenesis@gmail.com
https://blog.derechosinfancia.org.mx/2021/12/07/ninez-reclutada-por-agrupaciones-delictivas-en-mexico/
https://nsil.gobernacion.gob.mx/
https://nsil.gobernacion.gob.mx/
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ñas, niños y adolescentes. Entre las normas que han sido objeto de estas iniciativas, 
destacan el Código Penal Federal, con 15 propuestas de modificación, seguido por 
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, con 8, y la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con 6. Asimismo, se han presentado 6 
iniciativas para reformar la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas, 4 para la Ley Nacional del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes, 3 para la Ley General de Víctimas, y una 
para el Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley General para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia, respectivamente.

Dentro del proceso legislativo, una vez presentados los proyectos de decreto para 
reformar ciertos ordenamientos, su avance depende del análisis y dictaminación en 
las comisiones correspondientes. De las 21 iniciativas previamente mencionadas, 2 
fueron desechadas, mientras que las restantes siguen pendientes en comisión, lo que 
significa que aún no han sido estudiadas y, en términos coloquiales, se encuentran 
“congeladas”, sin avances significativos en su continuación.

Ahora bien, del análisis de estas iniciativas se revela que, independientemente de su 
afiliación partidista, las y los legisladores han impulsado esfuerzos para tipificar el 
reclutamiento forzado de niñas, niños y adolescentes. Sin embargo, estas acciones 
reflejan un enfoque predominantemente punitivo, centrado en sancionar a los gru-
pos armados, en lugar de desarrollar estrategias efectivas de prevención y protec-
ción integral para la infancia. Lo anterior evidencia que aun vivimos en un sistema 
carente de perspectiva en la justicia restaurativa y reparación integral del daño. Es 
imprescindible que la atención se enfoque en la protección de los derechos huma-
nos de las infancias y adolescencias que han sido violentados y reclutados por el 
narcotráfico, garantizando mecanismos efectivos de apoyo, protección y reinserción 
social.4

Proteger a nuestras infancias y adolescencias se requiere un enfoque integral que 
vaya más allá de los esfuerzos legislativos, abarcando todas las áreas de gobierno 
y de la sociedad. Si bien la creación de marcos normativos es fundamental para 
tipificar, prevenir y sancionar delitos como el reclutamiento forzado, esto no será 
suficiente sin la implementación de políticas públicas efectivas en materia de edu-
cación, salud, desarrollo social y acceso a oportunidades que reduzcan la vulnera-
bilidad de niñas, niños y adolescentes. Es indispensable que los distintos niveles de 
gobierno trabajen de manera coordinada en estrategias de prevención, atención y 
protección, garantizando así un entorno seguro que salvaguarde sus derechos y les 
permita un desarrollo pleno, libre de violencia y que sus sueños no se vean frustra-
dos por los grupos criminales.

4   Cornelio Patricio, Erick y Cornelio Cerino, Génesis, “Reclutamiento de niñas, niños y adolescentes como instru-
mento delictivo del narcotráfico en la frontera sur de México”, Revista de Investigación Académica sin Frontera, núm. 37, 
enero-junio 2022, pp. 28-45. https://revistainvestigacionacademicasinfrontera.unison.mx/index.php/RDIASF/
article/view/464/537

https://revistainvestigacionacademicasinfrontera.unison.mx/index.php/RDIASF/article/view/464/537
https://revistainvestigacionacademicasinfrontera.unison.mx/index.php/RDIASF/article/view/464/537
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Emma es una mujer de 45 años, de los cuales los últimos 22 años ha laborado 
en la Casa de la Cultura Jurídica Guadalajara de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (Casa de la Cultura). Es licenciada en sistemas de información 
y también en derecho. Durante 12 años se ha desempeñado como encargada 
de la biblioteca de la Casa de la Cultura, aunque no de manera consecutiva, 
ya que hubo periodos en los que desempeñó otras funciones en las diversas 
áreas, como fue el archivo judicial, el programa de atención y servicio a los 
jubilados y pensionados del Poder Judicial Federal y el programa eventos.

¿Cuál fue tu interés en estudiar derecho?

Emma Rocío Ramírez García (ERRG): La estudié como complemento de mi forma-
ción académica y también con la intención de aplicar los conocimientos adquiridos 
en el desempeño de mis funciones como encargada de una biblioteca especializada 
en la materia jurídica, y con ello, brindar un servicio de calidad.

¿Tienes alguna capacitación específica en bibliotecas jurídicas?

ERRG: Sí, tengo capacitación de biblioteconomía que consistió en un curso sobre la 
organización y administración de las bibliotecas jurídicas en el que se abordaron te-
mas como son el desarrollo de colecciones, procesos técnicos y servicios.

Es evidente que disfrutas lo que haces. Si tuvieras que enumerar las razones por las 
que te gusta tu trabajo, ¿qué dirías?

ERRG: Son varias las razones, principalmente porque me ha permitido crecer pro-
fesionalmente y como persona; esto es así porque la misión y visión de la institución 
está orientada hacia la prestación de servicios lo que conlleva el compromiso, de par-
te de las personas que aquí laboran, de desarrollar y poner en práctica la vocación 
de servicio. Este valor exige disposición para dar oportuna atención a las personas 
usuarias. En ese sentido, mi trabajo me ha permitido desarrollar habilidades técnicas 
y personales con las cuales he podido responder de manera más eficiente a las necesi-
dades de información de las personas que acuden a la biblioteca desde una perspec-
tiva de empatía, calidez y comunicación.

Emma Rocío Ramírez García: una 
historia de vida desde una biblioteca 
especializada en la cultura jurídica

N o e m í  M á r q u e z  G a r c í a
J e s ú s  F r a n c i s c o  R a m í r e z  B a ñ u e l o s
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¿Tienes alguna experiencia que consideres más significativa profesionalmente?

ERRG: Sí, en general las interacciones con los usuarios me aportan gratas expe-
riencias. Sin embargo, las más significativas son aquellas en las que la persona usua-
ria tiene escaso o nulo conocimiento en el uso de la computadora porque esa falta 
de pericia en el uso de la tecnología implica, por mi parte, brindarles un apoyo per-
manente durante su estancia; asistencia que propicia un diálogo más detallado y 
profundo, cuyo propósito es comprender las necesidades de información y con base 
en ellas brindarle recomendaciones que satisfagan tales necesidades. Al final del 
día, descubro que este tipo de interacciones me dejan un gran aprendizaje debido a 
que en esos momentos —la persona usuaria y yo— nos convertimos en una especie 
de equipo trabajando en la búsqueda de información que ayude en la defensa de un 
caso y en ese proceso me voy enriqueciendo con los conocimientos y experiencias 
que comparte la persona usuaria.

En tu vasta experiencia como encargada de la biblioteca de la Casa de la Cultura, 
imaginamos que ha habido retos, ¿podrías compartirnos algunos de ellos?

ERRG: Claro. Los desafíos que he enfrentado son variados y constantes. Diría que 
se agrupan en dos conjuntos: el primero tiene que ver con la administración y or-
ganización del acervo, y el segundo, con brindar un buen servicio al público. Al 
afrontar estos retos, es posible gestionar y proporcionar acceso a los recursos de in-
formación de manea eficaz, y sin duda, el gusto por el trabajo y la disposición de 
adaptación han sido claves para lograrlo.

Anteriormente hablábamos del tema de gestionar y proporcionar acceso a recursos 
de información eficazmente. En tu opinión, ¿cómo se logra esto?

ERRG: Es necesario contar con un acervo bien organizado, lo cual se consigue me-
diante la catalogación y clasificación de los materiales. En ese sentido, el etiquetado 
es un procedimiento de la clasificación que, al realizarse de manera adecuada, faci-
lita la localización y recuperación de los materiales.

Cuéntanos un poco de las personas a las que atiendes, ¿cuál es el perfil de tus 
usuarios?

ERRG: En su mayoría son estudiantes que consultan la biblioteca para investiga-
ciones académicas, así como abogados postulantes quienes buscan recursos para su 
desarrollo profesional y personas no profesionales que visitan la biblioteca para leer 
temas jurídicos.
En este mundo en constante cambio, ¿cómo han afectado las nuevas tecnologías tu 
área de trabajo?

ERRG: Una respuesta rápida sería que el desarrollo de la tecnología ha propiciado 
la disminución en el número de usuarios que acuden a las bibliotecas. Pero hacien-
do un análisis más profundo podemos observar que, más que un obstáculo al uso 
de las bibliotecas, la tecnología ha venido a mejorar la organización de los mate-
riales físicos o digitales, lo que ha facilitado el acceso a información. También, la 
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tecnología ha permitido la digitalización de los documentos, facilitando su consulta 
y conservación.

Sabemos que además eres una incesante promotora de la lectura, ¿Qué ventajas 
consideras que adquiere un lector constante?

ERRG: La lectura constante es una actividad que aporta numerosas ventajas entre 
ellas se puede mencionar que beneficia el desarrollo intelectual, fortalece la memo-
ria y la concentración; asimismo, favorece el desarrollo del lenguaje, mejora la or-
tografía, estimula la imaginación, entre otras.

¿Consideras que alguna vez los libros caerán en desuso?

ERRG: En mi opinión, aunque la tecnología ha cambiado la forma en que accede-
mos a la información, considero que los libros seguirán siendo valorados y consul-
tados por los lectores, ya que les aportan experiencias que no logran los formatos 
digitales, como son el tacto del papel, el sonido al pasar las páginas, e incluso, la 
posibilidad de hacer anotaciones.

¿Qué propondrías para motivar el interés de consultar los libros de esta biblioteca?

ERRG: Es de opinión general que la innovación y la mejora continua son claves 
para fomentar el uso de la biblioteca y, en ese sentido, algunas de las acciones que 
propondría para lograr ese objetivo serían que se mantengan actualizadas las co-
lecciones para asegurarse de que los materiales satisfacen las necesidades de infor-
mación de los usuarios; que se implementen programas de formación para enseñar 
a los usuarios a utilizar eficazmente los recursos de la biblioteca, esto incluye as-
pectos sobre cómo buscar, localizar y recuperar la información, con el objetivo de 
hacer más eficientes los tiempos y resultados en las consultas, y que se lleven a cabo 
diversas campañas en medios de comunicación para que los usuarios conozcan el 
acervo, los servicios y las novedades que se ofrecen en las bibliotecas de las casas de 
la Cultura Jurídica.

De entre los 28,576 libros que se resguardan en esta biblioteca, ¿te has encontrado 
uno o varios libros cuyo contenido te haya sorprendido?

ERRG: Me viene a la mente el libro titulado El hombre y la cárcel (título en español) 
de Oscar Wilde, quien durante su paso por la prisión se inspira para escribir este 
libro, en el que hace una dura crítica al sistema penitenciario de su tiempo por las 
infrahumanas condiciones en la que viven los presos, y que en nada favorece a su 
readaptación social, y tampoco resuelve el problema de la criminalidad. Lo extraor-
dinario de este libro es la vigencia de su contenido, aun cuando fue escrito hace 
más de un siglo. Sorprende encontrar en sus páginas narraciones sobre las atroci-
dades que se viven las personas privadas de su libertad, y sorprende aún más que 
a lo largo de tantos años el sistema penitenciario mantenga las mismas prácticas 
de aniquilamiento de la dignidad humana sin que las autoridades hagan algo por 
cambiar esa realidad.
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¿Podrías recomendarnos tus cinco libros favoritos?

ERRG: Con mucho gusto. Son El hombre y la cárcel; Breviario de los políticos; Perfiles de 
coraje y El perfil criminológico del juez prevaricador.

Para concluir, ¿qué consejo darías a las nuevas generaciones de personas abogadas?

ERRG: Son varios los consejos que pueden ayudar a las nuevas generaciones de 
abogados; sin embargo, me gustaría centrarme en dos de ellos que para mí tienen 
mucha relevancia. El primero consiste en tener una ética profesional que guie su 
conducta con honestidad y transparencia en el ejercicio de la profesión; y el segun-
do consejo sería ¡Mantente actualizado! La abogacía es una ciencia social en cons-
tante evolución y para evitar quedar rezagado es preciso capacitarse, desarrollar el 
hábito de lecturas especializadas y el estudio de sentencias de los diversos órganos 
jurisdiccionales, con lo cual se estará en las mejores condiciones para destacar y te-
ner éxito en su carrera.

Muchas gracias, Emma, por tu tiempo y compartir tus experiencias. 
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